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INTRODUCCIÓN: LAS CUESTIONES JURIDICAS QUE PLANTEA EL ENCAJE 

DE CUENCA, SORIA Y TERUEL EN UN ÁREA ESCASAMENTE POBLADA. 

 

La política regional de la Unión Europea tiene como objetivo reducir las 

disparidades en el desarrollo de las diversas regiones. La mayor parte de las 

Comunidades Autónomas han sido beneficiarias de dicha política desde la 

incorporación de nuestro país a las Comunidades Europeas. Sin embargo, en el 

horizonte del Marco Estratégico Común 2014-2020, los flujos de financiación de esta 

procedencia se resentirán. En dicha perspectiva, no obstante, todavía  podría constatarse 

la existencia de desequilibrios merecedores de atención sobre la base de uno de los ejes 

del proceso de integración europea. En este sentido, cabría llamar la atención a lo 

dispuesto en el artículo 174 del Tratado sobre el funcionamiento de la Unión Europea: 

“A fin de promover un desarrollo armonioso del conjunto de la Unión, ésta 

desarrollará y proseguirá su acción encaminada a reforzar su cohesión económica, 

social y territorial. 

 

La Unión se propondrá, en particular, reducir las diferencias entre los niveles 

de desarrollo de las diversas regiones y el retraso de las regiones menos favorecidas. 

 

Entre las regiones afectadas se prestará especial atención a las zonas rurales, a 

las zonas afectadas por una transición industrial y a las regiones que padecen 

desventajas naturales o demográficas graves y permanentes como, por ejemplo, las 

regiones más septentrionales con una escasa densidad de población y las regiones 

insulares, transfronterizas y de montaña.” 

 

Como herramienta para la consecución de los objetivos propuestos, la Comisión 

Europea, en 2007, adoptó el programa ESPON 2013, con la finalidad de “proporcionar 

información comparativa, evidencias, análisis y proyecciones de las dinámicas 

territoriales y revelar capital y potenciales territoriales para el desarrollo de regiones y 

amplios territorios contribuyendo a la competitividad europea, a la cooperación 

territorial y a un desarrollo sostenible y equilibrado”
1
. Y fruto de ese programa es el 

informe GEOSPECS
2
 (acrónimo en inglés para “Especificidades geográficas y 

potenciales de desarrollo en Europa”), en el que se identifica uno de los elementos 

objeto de atención en la disposición transcrita, el de las regiones con desventajas 

demográficas graves y permanentes. Más exactamente, el informe utiliza la categoría de 

SPAs (Areas Escasamente Pobladas). 

 

Si originalmente dicho perfil fue concebido para la situación de las zonas más 

septentrionales de los países nórdicos, como Laponia, el informe GEOSPECS señala ya 

al inicio de su estudio de la cuestión que la despoblación es un fenómeno observable 

también en el norte de Escocia y en el interior de España. Precisamente, en el mapa que 

muestra la situación aparece una vasta mancha que cubriría amplias zonas de Cuenca, 

Soria y Teruel (Veáse Anexo I).  

 

                                                           
1
 http://www.espon.eu/main/Menu_Programme/  

2
 http://www.geospecs.eu/index.html  

http://www.espon.eu/main/Menu_Programme/
http://www.geospecs.eu/index.html
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Ante esta información, CEOE-CEPYME Cuenca, CEOE-CEPYME Teruel y 

FOES (Federación de Organizaciones Empresariales Sorianos) se plantearon las 

cuestiones de, por un lado, si dicha mención respondería a la existencia de algún tipo de 

derecho de esos territorios en el marco de la política regional europea y, por otro lado, 

de qué forma podría hacerse valer el mismo. A esos interrogantes, desde una 

perspectiva jurídica, tratan de responder las páginas que siguen, estructuradas en dos 

partes. La primera dedicada a la definición de la noción de área escasamente poblada y su 

eventual utilización para Cuenca, Soria y Teruel, de la que cabría entresacar, como señalaremos 

más adelante, que es preciso perfilar una estrategia de incorporación a una noción 

asentada en el derecho originario (“regiones que padecen desventajas naturales o 

demográficas graves y permanentes”), capaz de derivar consecuencias prácticas 

beneficiosas (una ayuda adicional) de la desventaja estructural (escasez de población) 

percibida. La segunda parte se plantea las hipótesis de las diversas iniciativas 

susceptibles de utilizarse para reclamar la “especial atención” a la que se refiere el 

artículo 174 TFUE. Y en esta dirección se desarrollan dos vertientes: actuaciones de 

perfil político y recursos jurídicos. 

 

A ello cabe unir una serie de anexos explicativos, en especial, hemos de llamar 

la atención sobre el mapa que identifica la zona susceptible de entrar en la noción de 

SPA analizada y, por tanto, objeto de atención por nuestra parte. 

 

Finalmente, un resumen ejecutivo (Executive Summary) proporciona una visión 

de conjunto de los resultados encontrados. 
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PARTE I. DEFINICIÓN DE LA NOCIÓN DE ÁREA ESCASAMENTE 

POBLADA Y SU EVENTUAL UTILIZACIÓN PARA CUENCA, SORIA Y 

TERUEL. 

 

1. Las zonas y regiones europeas merecedoras de un tratamiento preferencial en 

virtud de su diversidad y sus desventajas 
 

Desde la década de los ochenta y sin que exista una terminología unitaria 

asentada al respecto, hay en la Unión Europea “regiones o islas menos favorecidas”, 

“zonas rurales”, “zonas de montaña”, “zonas agrícolas desfavorecidas”, “zonas distintas 

de las de montaña que presentan limitaciones naturales significativas”, “zonas afectadas 

por una transición industrial”, “regiones que padecen desventajas naturales o 

demográficas graves y permanentes” y “zonas transfronterizas”, amén de las “regiones 

ultraperiféricas”. Tampoco existen unos criterios uniformes para determinarlas, que 

oscilan desde el PIB a la densidad de población (y, dentro de ésta, las cifras varían 

desde los 8 habitantes por kilómetro cuadrado [Política de Cohesión] a los 37,5 

habitantes por kilómetros cuadrado [Política Agrícola]), pasando por parámetros de 

latitud geográfica (62 grados de latitud norte). En cualquier caso, en diversos textos se 

van plasmando denominaciones diferentes aplicables a ciertos territorios integrados en 

la Unión Europa con el fin de otorgarles algún tipo de trato preferencial debido a su 

diferenciación respecto a las zonas o regiones consideradas “normales”.  

 

En ese contexto fluido y multiforme, surge la noción de Zona Escasamente 

Poblada (Sparsely Populated Area, [SPA]) que, dadas las ventajas que ha supuesto para 

la población más norteña de Suecia y Finlandia, nos hace pensar en la conveniencia de 

proponer su extensión a las Zonas Escasamente Pobladas de Europa Meridional 

(Cuenca, Soria y Teruel), a las que en el contexto de este informe proponemos 

denominar SESPA (Southern Europe Sparsely Populated Area). En pocas palabras, la 

idea sería constatar la desventaja demográfica de estas zonas como una diversidad 

objetivamente demostrable y exigir para ellas un trato preferencial similar al que –desde 

1994- se viene otorgando a las zonas de baja densidad poblacional del norte de Europa. 

 

Para estar seguros de que esa estrategia podría producir frutos hace falta, en 

primer lugar, estudiar con detalle el informe GEOSPECS que ha llamado justamente la 

atención en muchos despachos desde la óptica de nuestros intereses y, en segundo lugar, 

estar seguros de que la proposición lógica anteriormente formulada (extensión del trato 

preferente a nuestra SESPA) no encontraría obstáculo jurídico en el Derecho de la 

Unión. Además, sería oportuno contar desde el principio en las zonas SESPA con la 

aquiescencia y apoyo de un nutrido elenco de agentes sociales tanto públicos como 

privados, subrayando que los eventuales acuerdos no deberían levantar inicialmente más 

expectativas que las propias de una mera colecta de apoyos para un tratamiento 

diferenciado.  De ahí, que sea conveniente examinar con detalle el origen de la situación 

jurídica que pretendemos aplicarnos por referencia (Acta de Adhesión de Suecia y 

Finlandia) y profundizar el tenor literal de los textos (básicamente el artículo 174 

TFUE), con los antecedentes históricos que explican su existencia y su tenor literal, así 

como acompañar ese análisis con la glosa de aquellos textos posteriores de la Comisión 

(Libro Verde sobre la cohesión territorial) y el Parlamento Europeo, o alguna 

agrupación informal de representantes (reunión de ministros europeos que adoptó la 

Agenda Territorial) capaz de adoptar propuestas o actos de alcance europeo que 
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constituyen interpretaciones fundadas del Derecho de la Unión y pueden marcar las 

tendencias hacia una evolución futura. 

2. La situación diferenciada de las Zonas Escasamente Pobladas (SESPA) y 

Deficientemente Conectadas (PC) de Europa Meridional. El informe 

GEOSPECS y su posible uso.  

2.1. Zonas con denominación específica ya consolidada en la política regional 

y en la política agrícola y nuevas especificidades en el marco de la política de 

cohesión: hacia una reivindicación de nuevas SPAs a nivel local (LAU2). 

La constatación de una diversidad geográfica y sus repercusiones en el marco de 

las políticas europeas ha sido objeto de un serio proyecto de investigación llevado a 

cabo en el marco del Programa ESPON 2013, parcialmente financiado por el FEDER, 

cuyo informe final, denominado GEOSPECS (Especificidades Geográficas y 

Potenciales de Desarrollo en Europa)
3
, ilustra con todo lujo de datos acerca de las 

diversas situaciones territoriales específicas en el seno de la Unión. Dicho informe es 

continuación de otro anterior sobre la diversidad territorial en Europa
4
, también en el 

marco del Programa ESPON. 

Según el informe, las regiones con características territoriales específicas han 

recibido una atención creciente en los últimos años, muy perceptible en el artículo 174 

TFUE y en el Libro Verde de la Comisión (Véase Apartado 4.1). Estos textos han 

identificado ciertos territorios que plantean particulares retos o contienen especiales 

recursos dignos de ser preservados en beneficio de la Unión en su conjunto. Entre los 

siete tipos de situaciones territoriales descritas en el informe, hay una que nos interesa 

especialmente: la de superficies o zonas escasamente pobladas (Sparsely Populated 

Areas o SPAs), vinculada a la de superficies o zonas deficientemente conectadas 

(Poorly Connected Areas o PCAs). Y ello, sin perjuicio de las interacciones que –

además- las SPAs y PCAs puedan tener con otro tipo de zonas específicas como las 

Zonas de Montaña, las Fronterizas y las Costeras.  

Las categorías jurídicas nacen de decisiones políticas que es preciso justificar –a 

posteriori- mediante el empleo de criterios objetivos para evitar que quienes han 

adoptado la decisión política oportuna puedan ser acusados de favorecer a algunos 

miembros de un colectivo en detrimento de otros. Las normas jurídicas al más alto nivel 

del Derecho de la Unión (349 TFUE, 174 TFUE, Acta de adhesión de Austria, Suecia y 

Finlandia) incorporan solo criterios objetivos del modo más abstracto posible, pero 

resulta obvio que son casilleros construidos para albergar los intereses políticos de 

determinados Estados miembros. En la medida en que dichos intereses confluyen con 

los de otros Estados miembros, o bien estos otros son compensados por una vía 

diferente en el marco de una negociación global (como la que se desarrolla en el marco 

de una Conferencia Intergubernamental o CIG), el ajuste de intereses da nacimiento a 

                                                           
3
 El informe, publicado por ESPON y la Universidad de Ginebra en formato digital, puede ser descargado 

en versión pdf. desde el sitio www.espon.eu (GEOSPECS_Draft_final_report-22612.pdf).  
4 ESPON TEDI (2010). Territorial Diversity (TeDi). Final Report. ESPON, Luxembourg. URL: 

http://www.espon.eu/export/sites/default/Documents/Projects/TargetedAnalyses/ESPONTEDI/TeDi_Fina

l_Report-14-05-2010.pdf. 

 

 

http://www.espon.eu/
http://www.espon.eu/export/sites/default/Documents/Projects/TargetedAnalyses/ESPONTEDI/TeDi_Final_Report-14-05-2010.pdf
http://www.espon.eu/export/sites/default/Documents/Projects/TargetedAnalyses/ESPONTEDI/TeDi_Final_Report-14-05-2010.pdf
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un precepto consensuado, cuya interpretación debe tener necesariamente en cuenta las 

tensiones socioeconómicas y políticas que hubo en su origen para discernir los intereses 

en presencia y la fórmula de solución empleada para compensarlos. 

Pero, una vez en vigor, el precepto jurídico puede adquirir vida propia e integrar 

en él situaciones de hecho que no fueron pensadas durante su gestación. Eso es 

precisamente lo que nos interesa: definir si es posible extender los objetivos y 

obligaciones de la Unión y los Estados miembros (174 y 175 TFUE) a la SESPA, en la 

medida en que la enumeración del artículo 174 TFUE no es taxativa, sino meramente 

ejemplificativa, y no tiene por qué considerar regiones demográficamente desventajadas 

solamente a las situadas por encima de los 62 grados de latitud norte. Ello no obstante, 

en la medida en que las ayudas adicionales que pudieran obtenerse del Fondo de 

Cohesión por este concepto tendrían que ser coherentes con el resto de las eventuales 

ayudas procedentes de otros fondos (FEDER y FEADER) dentro de un Marco 

Estratégico Común; y, en la medida en que convendría buscar las sinergias entre esas 

diversas fuentes de ayuda, habría que explorar si alguno de los conceptos o criterios ya 

existentes en el ámbito de la Política Agrícola (por ejemplo, zonas de montaña) vendría 

a solaparse con los decantados en el informe GEOSPECS para las SPAs. 

2.1.1. Zonas con denominación específica ya consolidada en la política regional 

y en la política agrícola. 

Ya en la Directiva del Consejo de 14 de julio de 1986 relativa a la lista 

comunitaria de zonas agrícolas desfavorecidas con arreglo a la Directiva 75/268/CEE 

se utilizaba como índice “para la definición de una población de débil densidad o en 

regresión”, dependiente esencialmente de una actividad agrícola una densidad de 

población inferior a 37,5 habitantes por Km2, o una regresión anual de población de al 

menos 0,5% y, además, con un 18% como mínimo, de la población activa empleada en 

la agricultura”. Como puede verse, se utiliza un índice demográfico básico (densidad de 

población por km. cuadrado) similar al que veremos en GEOSPECS y se perfila ese 

índice con otros dos (regresión poblacional y población activa). Sin embargo las cifras 

exigidas (37,5 y 8 habitantes por km. cuadrado [criterio sentado en el artículo 2 del Acta 

de Adhesión de Suecia y Finlandia], respectivamente, distan mucho entre sí. En el 

anexo a dicha directiva, se listaban, entre otras, las zonas desfavorecidas de nuestras tres 

provincias, enumeradas por comarcas y municipios del modo siguiente: Teruel (Cuenca 

del Jiloca, Serranía de Montalbán, Bajo Aragón, Serranía de Albarracín, Hoya de 

Teruel, Gúdar-Javalambre y Maestrazgo), Soria (Pinares, Tierras Altas, Burgo de Osma, 

Soria, Campo de Gomara, Almazán y Arcos del Jalón) y Cuenca (Alcarria, Serranía 

Alta, Serranía Media, Serranía Baja y Mancha Alta). 

En normas posteriores dentro de la Política Agrícola también se tiene en cuenta 

el contexto demográfico. Así, en el Reglamento 1257 (1999), en cuyo Anexo II se 

detalla el contenido de un programa de desarrollo rural con arreglo al artículo 5 del 

mismo, se hace referencia al “contexto socioeconómico general de la zona geográfica” y 

dentro del mismo, a la “situación demográfica con análisis de la estructura de la 

población por edad y sexo; inmigración y emigración y problemas causados por la 

presión periurbana y la lejanía”. Como puede verse, la idea es similar pero, los criterios 

no coinciden exactamente y no se menciona ninguna cifra. 
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No deja de resultar sorprendente, sin embargo, la desfachatez con la que se 

atiende a los intereses de Suecia y Finlandia (y Noruega en la medida en que sus 

regiones transfronterizas con Suecia y Finlandia también se benefician, e Islandia en 

cuanto se adhiera) en normas tales como el Reglamento (CE) nº 1698/2005 del Consejo, 

de 20 de septiembre de 2005, al enumerar en su artículo 50 las zonas que pueden optar a 

las ayudas destinadas a la utilización sostenible de las tierras agrícolas pues, tras 

describir las características de las zonas de montaña que pueden ser beneficiarias de 

ayudas por ese concepto, añade “Las zonas situadas al norte del paralelo 62 y algunas 

zonas contiguas se considerarán también zonas de montaña”. En realidad, las zonas de 

tundra ártica, ni tienen pendiente, ni erosión de suelo, ni elevación de terreno alguna que 

pueda calificarse como montaña en sentido geográfico, pero su amplia superficie se 

incluye por decisión política en el casillero normativo correspondiente para ampliar los 

beneficios potenciales de estos países, simplificando además extraordinariamente su 

determinación al acudir tan solo a un criterio de latitud geográfica. 

 

Finalmente, algunos documentos elaborados en el marco del proceso legislativo 

que debe concluir próximamente con la adopción del Reglamento del Parlamento 

Europeo y el Consejo relativo a la ayuda al desarrollo rural a través del Fondo Europeo 

Agrícola de Desarrollo Rural (FEADER)
5
 utilizan una nomenclatura próxima o 

coincidente con la del informe GEOSPECS. Así, en el artículo 2 m) (Definiciones) de la 

Propuesta de la Comisión sobre ese Reglamento se emplea el término “Superficie 

Agrícola Utilizada” (SAU), en la acepción de la Decisión 2000/115/CE de la Comisión, 

de 24 de noviembre de 1999. Por su parte, durante la tramitación del Proyecto de 

Resolución Legislativa del Parlamento Europeo sobre la propuesta del PE y del Consejo 

relativo a ese mismo reglamento, el texto de la Comisión, que intenta definir lo que 

puedan ser las zonas distintas de las de montaña que presentan limitaciones naturales 

significativas indica, en el apartado 3 del proyecto de artículo 33
6
 que “3. Las zonas 

distintas de las de montaña podrán optar a la ayuda prevista en el artículo 32 cuando se 

considere que presentan limitaciones naturales significativas y al menos el 66 % de la 

SAU cumple como mínimo uno de los criterios enumerados en el anexo II, a partir de 

los valores indicados. Se garantizará el cumplimiento de este requisito en el nivel 

adecuado de las unidades administrativas locales (nivel LAU 2)”
7
. 

 

2.1.2. Unidades Territoriales (NUTS) y Unidades Administrativas (LAU). Hacia 

una reivindicación de las superficies escasamente pobladas a nivel 

administrativo local (LAU2). 

Las Unidades Administrativas Locales (LAU), creadas al igual que las NUTS 

por necesidades estadísticas
8
 están recogidas en la página web de EUROSTAT

9
. Las 

hay de dos tipos:  

                                                           
5
 Propuesta de la Comisión, de 12 del 10 de 2011, COM(2011) 627 final. 

6
 COM (2011)0627 (Procedimiento legislativo ordinario: primera lectura); Enmienda 46; Artículo 33 – 

apartado 3. 
7
 Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a la ayuda al desarrollo 

rural a través del Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural (FEADER)/* COM/2011/0627 final 

- 2011/0282 (COD). 
8
 Las estadísticas regionales son una piedra angular del Sistema Estadístico Europeo. Se utilizan para una 

amplia gama de fines. Durante muchos años las estadísticas regionales europeas se han recogido, recopilado y 

difundido con arreglo a una clasificación regional común, llamada «nomenclatura de unidades territoriales 

estadísticas» (denominada en lo sucesivo NUTS). Ahora resulta adecuado fijar esta clasificación regional en un 
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1. LAU nivel 1 (antiguamente NUTS 4) que equivalen a los condados (Irlanda), 

los cantones (Francia), o los distritos en Bélgica y otros países y que podrían equivaler a 

nuestras comarcas, que no tienen –al menos en nuestro caso (salvo en Aragón que ha 

creado por Ley 33 comarcas como nuevas entidades locales)- un reconocimiento 

político y administrativo de su existencia, complicando su uso para nuestro propósito.  

 

2. LAU nivel 2 (antiguamente NUTS 5), equivalentes a nuestros municipios. 

Indudablemente, para los propósitos de este informe, la escasez de población puede 

captarse de modo más exacto en ellos y tienen suficiente reconocimiento a nivel 

administrativo y político como para constituir la unidad de medida ideal.  

 

El artículo 2 del Reglamento 1059/2003 del Parlamento Europeo y del Consejo, 

de 26 de mayo de 2003 por el que se establece una nomenclatura común de unidades 

territoriales estadísticas (NUTS), establece que: 

 

“1. Las unidades administrativas existentes en los Estados miembros constituirán 

el primer criterio utilizado para definir las unidades territoriales. Con este fin, la 

expresión «unidad administrativa» significará una zona geográfica con una 

autoridad administrativa que esté facultada para tomar decisiones 

administrativas o políticas para dicha zona, dentro del marco jurídico e 

institucional del Estado miembro. 

 

2. Para establecer el nivel NUTS en que habrá de clasificarse una clase dada de 

unidades administrativas de un Estado miembro, el tamaño medio de dicha clase 

de unidades administrativas del Estado miembro deberá hallarse dentro de los 

siguientes umbrales de población: 

 

Nivel                Mínimo       Máximo 

 

NUTS 1         3 millones    7 millones 

NUTS 2            800 000     3 millones 

NUTS 3            150 000     800 000 

 

Si la población de todo un Estado miembro está por debajo del umbral mínimo 

de un nivel NUTS dado, el Estado miembro completo será una unidad territorial 

NUTS para dicho nivel. 

 

3. A los efectos del presente Reglamento, «población de una unidad territorial» 

significará las personas que tengan su lugar de residencia habitual en esa zona”. 

 

Sin embargo, las unidades NUTS resultan inadecuadas en nuestro caso para 

captar la escasez de población en Europa Meridional y ese es el principal punto de 

                                                                                                                                                                          
marco jurídico e instaurar normas claras para las futuras modificaciones de la clasificación. La clasificación 

NUTS no excluye la existencia de otras subdivisiones y clasificaciones. 
9
 http://epp.eurostat.ec.europa.eu/portal/page/portal/nuts_nomenclature/local_administrative_units; 

Vide también, Regions in the European Union. Nomenclature of territorial units for statistics NUTS 2006 

/EU-27; Collection: Methodologies and working papers; Luxembourg, European Communities, 2007. 

 

 

 

http://epp.eurostat.ec.europa.eu/portal/page/portal/nuts_nomenclature/local_administrative_units
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coincidencia entre nuestro informe y el de GEOSPECS. Las NUTS 2 porque sólo una 

provincia de cada Comunidad Autónoma implicada en nuestro informe estaría 

escasamente poblada en la mayor parte de su superficie, haciendo imposible la 

configuración de una estadística autonómica que encajase en el criterio de la 

despoblación. Las unidades NUTS 3 porque, al no estar escasamente poblada toda la 

provincia sino solo una gran parte de ella, no coincidirían con el criterio (informe 

GEOSPECS), según el cual para considerar despoblada una NUT3 sería preciso que 

más de un 90% de su superficie fuese una zonas despoblada). Por el contrario, el nivel 

adecuado para apreciar debidamente la escasez de población en Europa Meridional sería 

el de los términos municipales.  

 

Así, el párrafo 55 de la Exposición de Motivos de la Propuesta de Reglamento 

del Parlamento Europeo y del Consejo
10

, por el que se establecen disposiciones 

comunes relativas al FEDER, FSE, FC, FEADER y FEMP, incluidos en el MEC, y por 

el que se establecen disposiciones generales relativas al FEDER, al FSE y al FC y se 

deroga el Reglamento (CE) 1083/2006 del Consejo, afirma que: 

 

“Conviene fijar criterios objetivos para designar las regiones y zonas que pueden 

optar a la ayuda de los Fondos. Para ello, la identificación de las regiones y 

zonas a nivel de la Unión debe basarse en el sistema común de clasificación de 

las regiones establecido por el Reglamento (CE) nº 1059/2003 del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 26 de mayo de 2003, por el que se establece una 

nomenclatura común de unidades territoriales estadísticas (NUTS)”. 

 

No obstante, el uso de los municipios (LAU2) como unidad administrativa a 

efectos de reivindicar cualquier ayuda es problemático por el hecho de que el marco 

estadístico europeo no está inicialmente orientado hacia ellos. De hecho, a efectos de la 

gestión de los fondos estructurales, las regiones que pueden solicitar ayuda están 

clasificadas a nivel NUTS II (Comunidad Autónoma) y para otros objetivos prioritarios, 

a nivel NUTS III (provincias), por lo cual, cada municipio por su cuenta carecería de la 

entidad necesaria para actuar en este marco. Ahora bien, el propio Reglamento 

1059/2003, en su artículo cinco, proporciona una solución, a saber: 

 

“Cuando para un nivel NUTS dado no existan unidades administrativas de 

dimensión adecuada en un Estado miembro, con arreglo a los criterios 

mencionados en el apartado 2, dicho nivel NUTS se establecerá agregando un 

número adecuado de unidades administrativas más pequeñas contiguas  

existentes. Dicha agregación tendrá en cuenta criterios pertinentes, tales como 

las circunstancias geográficas, socioeconómicas, históricas, culturales o 

medioambientales. 

Las unidades agregadas resultantes se denominarán en adelante «unidades no 

administrativas». El tamaño de las unidades no administrativas de un Estado 

miembro para un nivel NUTS determinado deberá situarse dentro de los 

umbrales de población señalados en el apartado 2”. 

 

Una primera fórmula de solución sería agregar los suficientes términos 

municipales de Cuenca, Soria y Teruel como para constituir un conjunto agregado. 

Sería deseable que la población agrupada oscilase entre los 150.000 habitantes (media 

                                                           
10

 2011/0276(COD). 
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de un NUTS 3) y 800.000 habitantes (media de un NUTS 2). Esta podría ser una 

fórmula de solución en la medida en que no parece haber impedimento en el Derecho de 

la Unión para agregar o agrupar municipios con fines de gestión, incluso si pertenecen a 

distintas Comunidades Autónomas. Así, su dimensión resultaría mucho más adecuada a 

efectos de gestión de la política de cohesión. 
 

 Así pues, en el ámbito de los fondos agrícolas y regionales funcionan conceptos 

diferenciados de los existentes en el marco de la política de cohesión cuyo ámbito puede 

solaparse con los existentes en ella (zonas agrícolas desfavorecidas, zonas de montaña, 

zonas distintas de las de montaña que presentan limitaciones naturales significativas). 

De otro lado, se utilizan para llevar a cabo actividades de gestión unas unidades de nivel 

inferior a los NUTS II (Comunidad Autónoma) y NUTS III (provincia), como son los 

LAU2 (Unidades Administrativas Locales). Ante ese dato habría que hacerse tres 

preguntas: Si se pueden emplear unidades administrativas locales en el marco de la 

política agrícola y regional, aunque su tamaño no sea –de entrada- el más apropiado, 1. 

¿Por qué no hacerlo también en la gestión de los fondos ligados a la Política de 

Cohesión? 2. ¿Por qué no hacerlo si esos niveles administrativos inferiores reflejan 

mejor el problema de la falta de densidad demográfica de nuestras tres provincias? 3. 

¿Por qué no hacerlo si ello podría permitir aunar los intereses coincidentes de la 

mayor parte de los municipios de nuestras tres provincias “por encima de las 

fronteras administrativas
11

” (Véase Apartado 4.1
12

) que actualmente atenazan su 

justa reivindicación
13

 como propone el Libro Verde de la Comisión?  
 

Esa es la parte positiva del informe GEOSPECS al indicar el nivel más adecuado 

de representación de cara a la formulación de estrategias de desarrollo local. Lo más 

adecuado parece agrupar los municipios que constituyen la SESPA principal, pese a no 

constituir la totalidad (quizá ni siquiera el 90%) del nivel NUTS 3 correspondiente a 

cada una de las tres provincias ni, evidentemente, la mayoría del nivel NUTS 2 de cada 

una de las tres Comunidades Autónomas implicadas. La articulación de la propuesta 

podría muy bien consistir en construir grupos de acción locales (previstos en el 

artículo 30 de la Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo, por el 

que se establecen disposiciones comunes relativas al FEDER, FSE, FC, FEADER y 

FEMP, incluidos en el MEC y por el que se establecen disposiciones generales relativas 

al FEDER, al FSE y al FC y se deroga el Reglamento (CE) 1083/2006 del Consejo), 

constituidos por el conjunto de municipios afectados por la baja densidad de población 

                                                           
11

 El informe GEOSPECS, Final Report, pp. 19, 20, 21 y 22, se hace eco de un planteamiento similar, 

siguiendo el Libro Verde de la Comisión. 
12

 “La acción política puede ayudar a los territorios a aprovechar al máximo sus activos. Además, puede 

ayudarles a responder conjuntamente a los retos comunes, alcanzar una masa crítica e incrementar los 

beneficios al combinar sus actividades, aprovechar las complementariedades y sinergias entre ellas y 

superar las divisiones provocadas por las fronteras administrativas” (Libro Verde de la Comisión, p. 3). 
13

 Si se compara el mapa que refleja la inversión de la política regional europea en infraestructura de 

transporte del periodo 2000-2006, con el mapa equivalente del periodo 2006-2013 

(http://ec.europa.eu/regional_policy/sources/docgener/panorama/pdf/mag38/mag38_es.pdf., p. 25), puede 

verse como –en el primero- la mayor parte de la superficie española (excepto Navarra, La Rioja, País 

Vasco y Extremadura) se encontraba en una zona en la cual la financiación europea superaba el 25%. Por 

el contrario, en el mapa del segundo periodo, solamente la Comunidad de Aragón se encontraba en esa 

situación, lo cual resulta injusto, por exceso, para Zaragoza o Huesca y aún más injusto, por defecto de 

financiación, para Soria o Cuenca. Este ejemplo ilustra la ventaja de proponer la aplicación de los fondos 

de la política regional y de cohesión de modo que se utilicen unidades (LAU2) más pequeñas que las  

Comunidades Autónomas (NUTS 2). Así se mejoraría la correcta asignación o vinculación de los fondos 

a las necesidades. 

http://ec.europa.eu/regional_policy/sources/docgener/panorama/pdf/mag38/mag38_es.pdf
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en cada provincia (proceso que podría ser articulado por la Diputación Provincial de 

cada una de ellas), sin perjuicio de la existencia de una estructura de coordinación de 

todas ellas que pudiera actuar como “socio principal en los asuntos administrativos y 

financieros” (artículo 30.2 de la propuesta de Reglamento recién mencionada), tanto con 

el fin de reivindicar un trato más favorable como, posteriormente, de distribuir 

equitativamente los fondos adicionales percibidos. 

 

2.2. Los datos de GEOSPECS relativos a las superficies SPA y PC. Una visión 

crítica de una orientación sesgada en beneficio de nuestros competidores. 

2.2.1. Aspectos positivos. 

El informe GEOSPECS tiene una parte positiva y otra que no lo es tanto. En el 

aspecto positivo, extracta, elabora y ofrece datos preferentemente a un nivel de detalle 

local (LAU2) de toda la Unión Europea, incluidos Estados no miembros con los que 

existe una especial cooperación transfronteriza (Noruega) y otros que probablemente se 

adhieran en un futuro a corto o medio plazo (Islandia). Indudablemente eso permite 

comparar nuestra situación con las regiones de unos Estados (Suecia y Finlandia) que 

desde su adhesión han obtenido un trato privilegiado y, coherentemente, solicitar que se 

nos extienda un trato preferente semejante. El dato básico del informe a los efectos que 

nos interesan viene constituido por un mapa (Mapa 3)
14

 que delimita las Unidades 

Locales de Superficie (LAU2) con más de un 90% de su superficie constituida por zonas 

escasamente pobladas (SPAs). En el informe, se definen las SPAs como superficies 

“con una población potencial por debajo de 100.000 personas dentro de un radio de 50 

km, y Superficies Deficientemente Conectadas (Poorly Connected Areas, o PCAs) las 

que tienen una población potencial por debajo de las 100.000 personas [incluidas las 

que podrían acceder a ellas] dentro de un tiempo de desplazamiento de 45 minutos”
15

. 

En segundo lugar, las localities o municipalidades a nivel (LAU2) se definen como 

“superficies escasamente pobladas o deficientemente conectadas si al menos un 90% de 

su superficie está cubierto por SPAs o PCAs”
16

.  

Además de amplias zonas de Suecia, Finlandia, Noruega e Islandia (por encima 

de los 62 grados de latitud Norte), hay en el mapa varias zonas escasamente pobladas en 

la geografía española. Algunas, serían enclaves pequeños que afectarían a varias 

provincias en el Pirineo (Huesca y Lérida) y en la zona de Anchuras (entre Toledo, 

Ciudad Real y Cáceres). Otras, de tamaño también relativamente pequeño, 

corresponderían a comarcas  de la Cordillera Cantábrica en Asturias, comarcas de la 

Sierra de Alcaraz en Albacete y a la comarca de la Sierra de la Culebra en Zamora
17

. 

Pero además de los anteriores, hay una amplia zona coincidente con el Sistema Ibérico y 

sus aledaños que incluye la mayor parte de las provincias de Cuenca, Teruel y Soria, 

más parte de la provincia de Guadalajara, y constituye un bloque integrado y 

                                                           
14

 GEOSPECS, Final Report, p. 32. 
15

 GEOSPECS, Final Report, p. 13. 
16

 GEOSPECS, Final Report, p. 13. 
17

 En el informe GEOSPECS se contempla una tercera categoría , según la cual, las regiones enfrentadas a 

(faced with) una escasez demográfica serían NUTS 3 (provincias) que contengan al menos una locality 

(término municipal) escasamente poblado (p. 13). Hemos bajado a nota al pie esta tercera precisión 

porque su aplicación lineal se saldría del objeto de este informe, ya que (aplicada al Estado español) 

incluiría las provincias de Guadalajara, Huesca, Lérida, Asturias, Zamora, Cáceres, Badajoz, Ciudad 

Real, y Albacete, por uno o varios términos municipales afectados por la escasez demográfica. 
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homogéneo de amplia superficie y escasa población, comparable a las zonas situadas 

más al norte de Europa. 

El informe GEOSPECS se ha confeccionado partiendo de unidades de superficie 

más pequeñas que las habitualmente empleadas en las estadísticas de la Unión. Estas 

localities (LAU2) vendrían a coincidir aproximadamente con los términos municipales 

en España (aunque no en todos los Estados estudiados). Los autores de GEOSPECS han 

considerado “inadecuado” el nivel NUTS III (provincia), para entender “la situación y 

las tendencias” de estos territorios, requisito esencial para contribuir a la estrategia 

europea para un crecimiento inteligente, sostenible e integrador
18

. Para apreciar mejor 

estos datos relativos a la SESPA, los profesores de la UCLM autores de este informe 

han confeccionado un nuevo mapa [VER ANEXO I], superponiendo los límites 

provinciales y comarcales de las tres provincias aludidas con los marcados por la escasa 

densidad de población en el informe GEOSPECS. 

2.2.2 Criterios de medición no estáticos sino “potenciales”. ¿Nos convienen? 

 

El criterio científico empleado por los autores del informe GEOSPECS para 

delimitar sus zonas geográficas específicas no es estático, sino dinámico y “potencial”. 

Según su terminología, el concepto de población es dinámico “porque las densidades de 

población cambian a lo largo del tiempo
19

”. Más complicado resulta explicar lo que 

significa “potencial”. Tradicionalmente, indica el informe, “las SPAs han sido 

identificadas sobre la base de densidades de población, con un umbral de 8 

personas/km. cuadrado para la política regional y de 12,5 personas/km. cuadrado para 

la política de competencia. Sin embargo, la delineación resultante está ampliamente 

determinada por las fronteras administrativas. GEOSPECS, no obstante, ha escogido 

delimitar las SPAs sobre la base de potenciales de población
20

”. Esto es, no tiene en 

cuenta solamente “las personas que tengan su lugar de residencia habitual en esa zona” 

como contempla el Derecho de la Unión (artículo 2.3 del Reglamento 1059/2003 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de mayo de 2003), sino que proponen 

modificar esa concepción legal estática componiendo un nuevo concepto. Así, para 

definir una SPA no solo habría que atender al dato del número de residentes, sino 

también las posibilidades de conexión de esas zonas en un tiempo de 45 minutos y de 50 

km. (y también de 90 minutos en SPAs costeras o fronterizas). Si, además de 

despobladas, están mal conectadas (Poorly Connected), estas zonas serían SPA+PCA. 

Y el mero nombre, ya apunta hacia el beneficio potencial que pudiera resultar de encajar 

la situación de hecho en los programas tipo “Conectar Europa
21

”, tanto a nivel de redes 

de transporte
22

, como a nivel de internet de alta velocidad, así como de aumentar el 

radio de superficie en proporción al cual se pueda solicitar una ayuda. Ahora bien, no 

sabemos por qué, a la hora de establecer una cifra umbral, el informe GEOSPECS se 

aparta de la señalada en el Acta de Adhesión de Suecia (8) y se aproxima –sin coincidir- 

a la marcada en la política de competencia (12,5), aplicando un umbral de 12,7 

personas/km. cuadrado que no está recogido en ninguna norma europea. 

                                                           
18

 GEOSPECS, Final Report, p. 10. 
19

 GEOSPECS, Final Report, p. 31. 
20

 Ibidem, pp. 31-33. 
21

 http://ec.europa.eu/regional_policy/sources/docgener/panorama/pdf/mag38/mag38_es.pdf. 
22 “La contribución global de la UE al transporte durante el período de programación 2007-2013 en 

carreteras nacionales, regionales y locales, incluidos proyectos RTE-T es de más de 41 000 millones de 

euros”. http://ec.europa.eu/regional_policy/sources/docgener/panorama/pdf/mag38/mag38_es.pdf., p. 6. 

http://ec.europa.eu/regional_policy/sources/docgener/panorama/pdf/mag38/mag38_es.pdf
http://ec.europa.eu/regional_policy/sources/docgener/panorama/pdf/mag38/mag38_es.pdf
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Ahora bien, si la consideración de esa “población  potencial” puede ser muy 

interesante de cara a una visión más realista del mercado de trabajo (en la medida en 

que incluiría a trabajadores residentes fuera del área pero con capacidad de 

desplazamiento hacia ella), sin embargo, a la hora de cruzar los datos (cuadros de las 

pp. 49 y 50 del informe GEOSPECS) de la escasez poblacional con los de la 

posibilidad de conexión, se concede especial interés a las zonas escasamente pobladas 

que –además- son zonas fronterizas [Border Areas] (SPA+BA+PC, distancia tiempo de 

45 minutos y de 90 minutos), zonas costeras [Coastal Areas] (SPA+CA+PC, distancia 

tiempo de 45 minutos y de 90 minutos) o islas (SPA+I+PC, con o sin enlace fijo con el 

continente), pero no se hace una operación similar respecto de las posibilidades de 

conexión de las zonas de montaña
23

 escasamente pobladas (SPA+ZM{¿PC?}), como 

serían las nuestras, tanto respecto a la conexión con la capital provincial (Nivel NUTS 

3), como con la autonómica (Nivel NUTS 2), o incluso con la capital del Estado u otras 

ciudades próximas importantes y pobladas, a efectos no ya de mercado de trabajo, sino 

de prestación de servicios de interés general -como los sanitarios
24

 o los educativos de 

nivel superior en Soria y Teruel- para los habitantes de estas zonas, y especialmente los 

turísticos que puedan recibir en estas zonas, residentes exteriores a ellas
25

 (Procedentes 

mayoritariamente de Madrid y Valencia para el caso de Cuenca, procedentes 

mayoritariamente de Madrid y Bilbao para el caso de Soria, procedentes 

mayoritariamente de Zaragoza y Valencia, en el caso de Teruel).  

 

O sea, en GEOSPECS se presta especial atención –una vez más- a la situación 

de nuestros países competidores (Suecia, Finlandia, Noruega e Islandia, repletos de 

costas, fronteras o islas escasamente pobladas) y no a la nuestra, como pone de 

manifiesto, entre otras, la frase siguiente: “Mientras la mayor parte de las SPAs en 

España están dentro de las dos horas [de desplazamiento] de un  gran centro urbano, la 

gente que vive en SPAs en el norte de Europa tiene que viajar largas distancias hasta los 

centros urbanos”
26

. ¡Pobres lapones! Esta visión de la realidad española es sesgada. 

Piénsese, por ejemplo, en la engañosa repercusión del tránsito de una línea de Alta 

Velocidad a través de la provincia de Cuenca que ha producido, sin embargo, una 

disminución notable de las conexiones por ferrocarril menos veloces y más baratas y 

que, obviamente, no conecta a las poblaciones aisladas de las serranías alta, media y 

                                                           
23

 A los efectos del informe, “deberían considerarse zonas de montaña las unidades LAU2 con más del 

50% de terreno montañoso”, GEOSPECS, Final Report, p. 12. Los enclaves menores de 200 km 

cuadrados rodeados por montañas quedarían incluidos, a los efectos del informe. Posteriormente (p. 27), 

recoge el planteamiento del Quinto Informe sobre la Cohesión, que define las regiones montañosas a 

nivel NUTS3 como “aquellas en las que al menos el 50% de la población vive en una superficie 

montañosa o al menos el 50% de la superficie terrestre es montañosa”. 
24

 ESCALONA-ORCAO, A.I. & DÍEZ-CORNAGO, C., (2007). Accessibility to basic services in one of 

the most sparsely populated areas in Europe: the province of Teruel (Spain). In: Area, (2007) 39.3, pp. 

295–309. 
25

 En la jurisprudencia del Tribunal de Luxemburgo (al menos desde la sentencia Luisi e Carbone), es 

reiterada la afirmación de que la libre prestación de servicios comprende en su ámbito y confiere derechos 

subjetivos no solo a quien presta, sino también a quien recibe el servicio. La afirmación del TJCE se hizo 

precisamente en el contexto de la recepción de servicios médicos y turísticos. Ello no obstante, en el 

contexto de las libertades del mercado, para que un acto caiga dentro del ámbito del derecho comunitario, 

es preciso un elemento transfronterizo entre dos Estados miembros (turistas italianos que se desplazan a 

Alemania en el caso mencionado). Sería preciso estudiar si esa exigencia persistiría en el caso de la 

política de cohesión. 
26

 GEOSPECS, Final Report, p. 17. 
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baja de esta provincia
27

, pues no afecta a la necesaria modernización de la red de 

carreteras de las comarcas montañosas. Dicho de otro modo: los datos recogidos y 

cruzados en el informe GEOSPECS no tienen lo suficientemente en cuenta las 

particulares características de las SESPAs, condicionada por la confluencia de las escasa 

población y la abundante existencia de zonas de montaña todavía demasiado aisladas. 

Así pues, no es interesante para nosotros pensar en una población potencial que altera el 

dato puramente estadístico de la residencia habitual en ella (ya recogido en el derecho 

de la Unión por el artículo 2.3, del Reglamento 1059/2003), incrementando la población 

residente con la que potencialmente podría entrar en la zona a trabajar desde distancias 

transitables en un tiempo de 45 o de 90 minutos, porque la mayor parte de los 

trabajadores de nuestra SESPA serán autónomos ligados al sector agropecuario que, si 

se desplazan, lo harán por temporada, no diariamente, o bien, serán turistas que acuden 

en vacaciones o en fin de semana desde centros de población ubicados a distancias 

mayores. Por tanto el criterio fijado por GEOSPECS para tener en cuenta esa dinámica 

poblacional no nos conviene a efectos reivindicativos.  

 

Por otra parte, el informe GEOSPECS, aun financiado por el FEDER y ubicado 

en el marco de un programa marco europeo (ESPON) no es un documento oficial de 

una Institución Europea y, aunque pueda marcar una tendencia en la evolución del 

debate y de la futura normativa, no constituye ni refleja el derecho vigente, que sigue 

basado en una visión estática de la residencia a la hora de apreciar la población de una 

determinada unidad de medida territorial, política o administrativa. Ello implica la 

necesidad de cotejar los datos del mapa publicado por GEOSPECS con las estadísticas 

demográficas oficiales del Estado español o de las Comunidades Autónomas 

respectivas, relacionándolas con la superficie de los correspondientes términos 

municipales, para comprobar que están por debajo del nivel de población señalado con 

arreglo al criterio fijado en la normativa vigente que sigue siendo (por referencia al Acta 

de Adhesión de Suecia y Finlandia) de 8 habitantes por km, cuadrado o menor. A 

mayor abundamiento, hay un dato en el informe GEOSPECS que no se ha podido 

corroborar acudiendo a la fuente citada
28

. Al menos en la versión española del 

documento (del que no se cita página alguna) no figura la distinción mencionada en la 

propuesta de reglamento efectuada por la Comisión en 2012 según la cual, superficie 

“escasamente” poblada sería la que tuviese menos de 50 habitantes por km. cuadrado y 

“muy escasamente poblada”, la que tuviese menos de 8 habitantes por km. cuadrado
29

. 

Es posible, no obstante, que se trate de versiones distintas del mismo documento a lo 

largo de su evolución. En cualquier caso, en el Derecho de la Unión vigente y en 

materia de Política de Cohesión, no parece haber otra cifra que la de menos de 8 

habitantes por km. cuadrado para poder calificar de escasamente poblado. Esa es la 

cifra que hay que comprobar en nuestras estadísticas demográficas antes de 

lanzarse al vacío. 

 

 

                                                           
27

 GARMENDIA, M., UREÑA, J.M. & CORONADO, J.M. (2011). Long-distance trips in a sparsely 

populated region: The impact of high-speed infrastructures. In: Journal of Transport Geography, Vol 19, 

pp. 537-551; MARTINEZ SANCHEZ-MATEO, H.S. (2010). La estructura del transporte y sus 

implicaciones territoriales en Castilla-La Mancha. Consejo Económico y Social de Castilla-La Mancha. 

Colección Tesis. N. 9. 
28 http://ec.europa.eu/regional_policy/sources/docoffic/official/regulation/pdf/2014/proposals/regulation/ 

general/general_proposal_en.pdf. 
29

 GEOSPECS, Final Report, p. 22 

http://ec.europa.eu/regional_policy/sources/docoffic/official/regulation/pdf/2014/proposals/regulation/
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 2.2.3. Innovaciones de diseño en la configuración demográfica. 

 

Por otra parte, una lectura del informe GEOSPECS produce la impresión de que 

no seríamos los únicos en pretender una adaptación de nuevas categorías “científicas” a 

nuestras realidades sociopolíticas, pues da la impresión de que el informe científico se 

ha efectuado de un modo tal que puede favorecer a nuestros países competidores en el 

reparto de fondos europeos. Así, en GEOSPECS no solo se delimitan situaciones 

geográfica o demográficamente evidentes (como las costeras o las fronterizas), sino 

también otras “de diseño” como las llamadas Periferias Interiores (Inner Peripheries o 

IP
30

), relativas a la [dificultad de] comunicación periférica con el centro de las zonas 

más densamente pobladas o de mayor actividad industrial y de servicios de Europa, 

ubicadas en Alemania, Bélgica y los Países Bajos, respectivamente.  

 

El nombre elegido para bautizar estas zonas evoca de inmediato a las llamadas 

regiones ultraperiféricas, contempladas de un modo tan favorable por el artículo 349 

TFUE (lo cual hace pensar en que el objetivo más elevado de los países que las 

contienen pudiera ser el incrustar la noción dentro de la futura evolución del artículo 

174 en sucesivas reformas del Derecho Originario de la Unión). En cualquier caso, si el 

trato favorable concedido al más alto nivel normativo a los departamentos franceses de 

ultramar, a las islas Canarias o a las Azores estaba basado en datos geográficos 

incuestionables como la “lejanía, insularidad, reducida superficie, relieve y clima 

adverso”, haciendo constar como dato complementario la “dependencia económica” 

(349 TFUE), aunque no coincida ninguno de esos criterios en las Periferias Interiores 

(IP) no sería de extrañar que a la constatación de su existencia siguiera –por el 

momento- la reivindicación de alguna preferencia adicional, lo cual equivaldría, una 

vez más, a ampliar los beneficiarios potenciales de estos países por medio de una 

decisión política camuflada bajo criterios pretendidamente científicos u objetivos.  

 

2.2.4. Posibilidad de negociar las nuevas especificidades en el mismo paquete. 

Ahora bien, el trato de favor que pudiera concederse en un futuro próximo a los 

mencionados Estados miembros por esa situación periférica en el interior del centro de 

Europa, así como el que pudiera concederse a las SPAs costeras, fronterizas o insulares, 

bien podría ser equilibrado y compensado con un reconocimiento de la situación 

diferenciada y la necesidad de un trato favorable para las montañosas y pobremente 

conectadas SESPAs. De ahí que sea muy conveniente mantener nuestra reivindicación 

en todos los foros de reunión europeos relacionados con políticas y fondos estructurales, 

pues es probable que aparezcan en ellos reivindicaciones de nuestros países 

competidores basadas en “nuevas especificidades”, como las Periferias Interiores (IP) o 

las combinaciones especiales de escasa población + circunstancia geográfica + pobre 

conexión (SPA+BA+PC; SPA+CA+PC; SPA+I+PC), y todas –las suyas y las nuestras-

pudieran negociarse dentro del mismo paquete. 

 

 

 

3. Las “Regiones con una Densidad de Población Muy Baja” (Protocolo nº 6 al 

Acta de Adhesión de Austria, Suecia y Finlandia) y la Declaración aneja 

sobre las Zonas de Montaña y determinadas Zonas Desfavorecidas  

                                                           
30

 GEOSPECS, Final Report, pp. 38-40. 
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En perspectiva histórica, es preciso señalar que el primer texto jurídico de alto 

nivel en el que se refleja la idea de conceder un trato preferencial a una zona 

escasamente poblada, es el Acta de Adhesión para Austria, Suecia y Finlandia, de 1994. 

Como es sabido, el Acta de Adhesión es el tratado celebrado entre los doce Estados ya 

miembros de las Comunidades Europeas en esa fecha y los tres países (Austria, 

Finlandia y Suecia) que pactan con los anteriores su ingreso como nuevos miembros. En 

dicho tratado se plasman las condiciones de aplicación gradual del acervo comunitario 

ya existente durante el periodo transitorio contemplado para cada materia, así como las 

ayudas procedentes de los Fondos Estructurales que se otorgan para compensar los 

efectos de la adhesión. Como la adhesión a la Europa comunitaria podría conllevar un 

agravamiento de la desigualdad existente entre las distintas regiones de los Estados 

adherentes en función de su diverso grado de desarrollo (incrementando el desarrollo 

económico y social de las ya desarrolladas en detrimento de las menos favorecidas), los 

nuevos miembros reivindican durante la negociación y logran incluir finalmente un 

protocolo anejo al acta en el que se contienen ciertas previsiones sobre las Regiones 

Escasamente Pobladas del Norte de Europa (Northern Sparsely Populated Regions 

[NSPR o NSPA]) y la posibilidad de que sean beneficiarias de un esfuerzo adicional por 

parte de los Fondos Estructurales. 

 

La reivindicación inicial de un tratamiento preferente debió encontrar resistencia 

a lo largo de la negociación. Por eso, las disposiciones que nos interesan no se incluyen 

en el mismo texto del Acta de Adhesión sino en un protocolo anejo, lo cual revela que 

su inclusión fue debida a la aceptación final de ese “fleco” pendiente durante la 

negociación, gracias a la persistencia y tenacidad de la reivindicación. Un comentario al 

Protocolo 6, anejo al Acta de Adhesión debería detenerse en cuatro cuestiones.  

 

 

3.1 Limitación temporal de su vigencia. Prórrogas sucesivas. 

 

La aplicación inicialmente prevista en el Acta de Adhesión era temporalmente 

limitada, pues su contenido tenía un carácter transitorio (en principio, cinco años para 

las zonas norteñas con baja densidad de población, aunque el protocolo y, 

especialmente, la ayuda derivada de los Fondos estructurales, debería volver a 

examinarse en 1999), lo cual implicaba que, si los países nórdicos no querían haber 

realizado un esfuerzo efímero en la negociación inicial, debían mantener su 

reivindicación de un trato preferente en las sucesivas ocasiones en las que venciera el 

plazo prefijado o se reformase la estructura europea, siempre y cuando las condiciones 

demográficas y geográficas de esas zonas no cambiaran y pudiera acreditarse su 

permanencia. Conscientes de ello, los negociadores nórdicos han prolongado en el 

tiempo una labor de lobby con el objetivo de continuar en el tiempo la ayuda inicial, 

cuyo fruto más reciente, conseguido en el contexto del Marco Financiero Plurianual 

(2014-2020), es el mantenimiento de una ayuda adicional (inicialmente propuesta de 

20€,  que ha sido elevada a 50€ por habitante y año [Anexo Documental
31

], 

                                                           
31

 Council of the European Unión, Friends of the Presidency Group, Brussels, 30 April 2012; 9360/12 

LIMITE; CADREFIN 222; pp. 3 y 9; hay versión “actualizada” (14 de mayo de 2012) en español; Nota 

de la Presidencia [del Consejo] al Comité de Representantes Permanentes, Marco Financiero Plurianual 

(2014-2020), marco de negociación, secciones 1 y 2; 9777/12; CADREFIN 243; POLGEN 82, pp. 3 y 9. 

Posteriormente, 21 de mayo de 2012, 10063/12, CADREFIN 258, POLGEN 89. 
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condicionada únicamente a que [dichas regiones septentrionales] cumplan los criterios 

establecidos en el Protocolo nº 6 al Acta de Adhesión de Austria, Finlandia y Suecia. 

 

 

3.2 Diferencia entre el Protocolo y la Declaración. 

 

La situación de Austria no coincide con la de los dos países nórdicos, lo cual se 

refleja en la existencia de dos textos diferenciados en forma y contenido: por un lado el 

Protocolo 6, relativo solo a Suecia y Finlandia, y, por otro, la Declaración, relativa a los 

dos países nórdicos más Austria. Conviene precisar que no es lo mismo un “protocolo” 

(que es un auténtico tratado internacional capaz de generar obligaciones jurídicas del 

mismo valor que las del Acta de Adhesión propiamente dicha), que una “Declaración” 

(que no produce efectos jurídicamente obligatorios) como la que también se anexa al 

Acta, relativa a las “Zonas de Montaña y determinadas Zonas Desfavorecidas”.  

 

Ello no obstante, desde el primer momento –en los territorios de Suecia y 

Finlandia- ambos tipos de zona [las “de Montaña” y las “Desfavorecidas”, de un lado y  

las “escasamente pobladas”, de otro] tienden a confluir, al utilizarse para la delimitación 

un criterio de latitud geográfica (latitud Norte
32

). Quizá la falta de homogeneidad 

geográfica entre las zonas desfavorecidas de los países nórdicos y Austria haya hecho 

que el criterio que finalmente prevalece para la determinación de las zonas que van a ser 

beneficiarias de una protección especial no sea su carácter montañoso, su aislamiento de 

las principales urbes u otra diferenciación de carácter geográfico; sino el dato de que, 

desde el punto de vista demográfico, son regiones escasamente pobladas. En cualquier 

caso, la aplicación de ese criterio ha servido para conceder un trato preferencial a 

Finlandia y Suecia, pero no a Austria, pese al carácter alpino de buena parte de su 

territorio. 

 

3.3 Nuevo objetivo prioritario con un criterio de diferenciación. 

 

A diferencia de la Declaración, el Protocolo nº 6 al Acta de Adhesión se refiere 

solo a Finlandia y Suecia, y sitúa su lograda reivindicación dentro del marco de los 

Fondos Estructurales Comunitarios. La finalidad del protocolo consiste pues en 

formular un nuevo objetivo y fijar los criterios y la lista de regiones que “podrán 

beneficiarse de una ayuda con arreglo a este nuevo objetivo” (Preámbulo, prrº 4º). Con 

una duración del compromiso inicialmente limitada a cinco años, el protocolo fija para 

los Fondos Estructurales, el Banco Europeo de Inversiones y el IFOP (pesca) respecto 

de estas zonas “un nuevo objetivo prioritario” (art. 1), que consistirá en “fomentar el 

desarrollo y el ajuste estructural de las regiones con una densidad de población muy 

baja”, denominado en lo sucesivo “objetivo nº 6). 

                                                           
32

 El criterio de la Latitud Norte no aparece inicialmente mencionado en el protocolo 6 al Acta de 

Adhesión, sino en la Declaración sobre Zonas de Montaña aneja. No obstante, ambos criterios parecen 

haberse conjuntado en una acción complementaria destinada a favorecer solamente a los países nórdicos y 

no a otros con zonas escasamente pobladas situados más al sur. Así, en el Dictamen del Comité 

Económico y Social Europeo sobre el tema "Islandia como país candidato", en su punto 6.3.3, se afirma 

que “La agricultura será un sector clave durante las negociaciones de adhesión y uno de los objetivos de 

Islandia será obtener ayudas explícitas para la producción lechera, la cría de ganado ovino y otros tipos 

tradicionales de agricultura. Un régimen de ayudas nacionales a largo plazo similar al que gozan otras 

regiones de la UE situadas al norte del paralelo 62 podría ayudar a mantener la actividad agrícola en 

estas zonas escasamente pobladas y que han de hacer frente a condiciones climáticas difíciles”. CESE, 

Dictamen exploratorio, 2011/C 54/02, de 9 de diciembre de 2010. 
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Por su parte, el art. 2 del protocolo 6 detalla que: 

 

“En principio, las zonas a que hace referencia el objetivo nº 6 representarán o 

pertenecerán a regiones de nivel NUTS II, con una densidad de población de 8 

habitantes o menos por km. cuadrado. Además, la ayuda de la Comunidad con 

arreglo al criterio de concentración, podrá extenderse igualmente a zonas 

adyacentes y contiguas más pequeñas que cumplan los mismos criterios de 

densidad de población”. 

 

Obsérvese que, tanto la redacción del comienzo del artículo -“en principio”- 

como la posibilidad de la extensión del objetivo de fomento a otras regiones “más 

pequeñas” [que las determinadas a nivel NUTS II
33

], hacen pensar que la formulación 

del criterio es intencionadamente abierta en su determinación y, por tanto, haría que 

fuera perfectamente posible encajar en él la situación de Cuenca, Soria o Teruel, si este 

precepto estuviese incluido en una disposición aplicable a todos los Estados miembros 

de la Unión Europea. Sin embargo, al estar incluido en el Acta de Adhesión solo es 

aplicable a Austria, Finlandia y Suecia. Ello no obstante, documentos de negociación de 

la Presidencia del Consejo y el COREPER muy posteriores (2012), hacen expresa 

remisión a los criterios establecidos en el artículo 2 del protocolo 6 al Acta de Adhesión 

de Austria, Finlandia y Suecia, con  lo cual, se prolonga su vigencia en el tiempo, si 

bien (véase lo comentado en relación con la futura adhesión de Islandia en nota al pie), 

no parece manifiesta la intención de las Instituciones –por su propia inercia- de ampliar 

la aplicación del criterio a zonas escasamente pobladas situadas más al sur. De ahí que 

sea necesaria una reivindicación continuada y coherente en esa línea. 

 

3.4. Carácter adicional de la ayuda obtenida por ese objetivo. 

 

 Conviene subrayar que los recursos que puedan detraerse para cubrir ese nuevo 

objetivo son previstos como adicionales a otros ya existentes con carácter previo 

originados por la aplicación de otros criterios, pues el artículo 3 del Acta establece que 

tales recursos “se añadirán a los que ya están previstos con arreglo a los Fondos 

Estructurales y al IFOP, mediante el Reglamento (CEE) nº 2052/88 del Consejo, tal 

como ha sido modificado por el Reglamento (CEE) 2081/93 del Consejo” (art. 3). El 

proceso de reestructuración de los Fondos Estructurales y la reforma del Fondo de 

Cohesión llevada a cabo en la CIG 2007, con el fin de permitir la cobertura no solo de 

los desajustes económicos y sociales sino también de los territoriales, permitirá un uso 

adicional de los recursos procedentes de ese fondo a los ya existentes. La tendencia 

actual a la agrupación de los fondos en el llamado Marco Financiero Plurianual no 

afecta al carácter adicional de dichos recursos en la actualidad. 

 

 

                                                           
33

 Las siglas NUTS significan NOMENCLATURA DE UNIDADES TERRITORIALES 

ESTADÍSTICAS. El nivel NUTS II equivale al de nuestras Comunidades Autónomas. Véase el 

Reglamento (CE) nº 1059/2003 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de mayo de 2003, por el 

que se establece una nomenclatura común de unidades territoriales estadísticas (NUTS) y su Anexo que 

contiene la información correspondiente a España en pp. 28-30 de este Reglamento. El Nivel NUTS II 

correspondería a nuestras CC AA (así como a las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla) y el nivel 

NUTS III a nuestras provincias. 
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4. El artículo 174 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea 

(TFUE): génesis y contenido. 

 

Como es sabido, el Tratado de Lisboa (adoptado el 13 de diciembre de 2007 y en 

vigor desde el 1 de diciembre de 2009) cambió el nombre -y parte del contenido- del 

antiguo Tratado CEE, bautizándolo con el nombre de Tratado de Funcionamiento del 

Unión Europea (TFUE). Su Título XVIII regula la Cohesión económica, social y 

territorial en el ámbito de la Unión Europea, estableciendo en su artículo 174 los 

objetivos o finalidades de la Unión al respecto y en el artículo 175 las correspondientes 

obligaciones de los Estados miembros. 

 

 El objetivo principal de la Unión es puesto de relieve con claridad en su primer 

párrafo y consiste en “promover” un desarrollo armonioso en el conjunto de la Unión, 

reforzando para ello la cohesión a los tres niveles señalados: económico, social y [aquí 

está la novedad] territorial. Obsérvese que la obligación que incorpora es una obligación 

de comportamiento y no de resultado. Ese objetivo armónico se refleja asimismo en el 

segundo párrafo del artículo 174, cuando enuncia el propósito de la Unión de “reducir 

las diferencias entre los niveles de desarrollo de las diversas regiones y el retraso de las 

regiones menos favorecidas”. 

 

 Pero lo más interesante es lo enunciado por el párrafo tercero del artículo 174 al 

afirmar que, entre la diversidad de regiones afectadas por esa actuación promotora, “se 

prestará especial atención a las zonas rurales, a las zonas afectadas por una transición 

industrial y a las regiones que padecen desventajas naturales o demográficas graves y 

permanentes, como, por ejemplo, las regiones más septentrionales con una escasa 

densidad de población y las regiones insulares, transfronterizas y de montaña”.  

 

 Sin perjuicio de un ulterior comentario más detallado del contenido de este 

tercer párrafo, conviene pasar revista a la evolución de estas ideas a lo largo del 

complejo cambio estructural acaecido en la Unión Europea a comienzos del siglo XXI. 

 

 

4.1. Génesis y evolución del artículo en el proyecto de Constitución Europea.  

 

 La sección 3 del fracasado proyecto de Constitución Europea regulaba la 

cohesión económica, social y territorial. Dicha cohesión expresa el principio de  

solidaridad entre los Estados miembros y las regiones de la Unión Europea; favorece el 

desarrollo equilibrado y sostenible de las mismas, la reducción de las divergencias 

estructurales entre regiones y países y la promoción de la igualdad de oportunidades 

entre los ciudadanos de la Unión. Para conseguir esos objetivos, cuenta con el apoyo de 

los diversos Fondos Estructurales. 

 

 El contenido del artículo III-116 del proyecto de Constitución Europea es 

idéntico al de los dos primeros párrafos del artículo 174 TFUE, excepto en su frase 

final, entonces referida tan solo a las “zonas rurales” y hoy considerablemente 

ampliado, pues viene también referido a las zonas afectadas por una transición 

industrial, a las regiones que padecen desventajas naturales o demográficas graves y 

permanentes y las regiones insulares, transfronterizas y de montaña. 
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 Por su parte, los artículos III-117, III-118 y III-119 contemplaban la necesaria 

consulta previa al Comité de las Regiones y al Comité Económico y Social para el 

empleo de esos fondos, la participación del Fondo Europeo de Desarrollo Regional en el 

ajuste estructural de las regiones menos desarrolladas y la posible agrupación de los 

fondos estructurales y la coordinación de éstos entre sí y con los demás instrumentos 

financieros existentes, así como la contribución del Fondo de Cohesión a proyectos en 

el sector del medio ambiente, respectivamente.  

 

 

 4.1.1. Las enmiendas al proyecto. 

 

Durante el debate del proyecto en el marco de la Convención fueron presentadas 

interesantes enmiendas y “contribuciones” (no enmiendas formales sino comentarios o 

sugerencias de cara su mejora) por los miembros de la Convención con el fin de ampliar 

el elenco de zonas que pudieran ser objeto de una ayuda especial en el marco de la 

cohesión. Así, los Srs. Voggenhuber, Lichtenberger y Nagy presentaron una enmienda 

al (entonces, art. III-113) proponiendo la inclusión del adjetivo sostenible junto al 

término desarrollo y, asimismo, la sustitución de la mención de las “zonas rurales” por 

“zonas rurales, urbanas y pesqueras”, explicando que el FEDER opera en diferentes 

tipos de regiones y no era correcta la escueta referencia a uno solo de estos tipos. 

 

 Los mismos miembros de la Convención –poniendo de relieve una estrategia 

coherente- proponen una enmienda al artículo III-111 relativo a la protección del medio 

ambiente que, por un lado, incluya los términos “equilibrado y sostenible” adjetivando 

al sustantivo “desarrollo” y, por otro, suprima la mención de las islas, junto al término 

“regiones menos favorecidas” (…) incluidas las “zonas rurales”, puesto que el progreso 

en el cumplimiento de los objetivos en materia de medio ambiente afecta a “variadas 

zonas”. En su explicación, manifiestan que en la aplicación de la Estrategia para el 

Desarrollo Sostenible adoptada por el Consejo Europeo en Göteborg (Suecia) en junio 

de 2001, el crecimiento económico, la cohesión social y la protección del medio 

ambiente “van de la mano” y, añaden, “La referencia a las islas es superflua pues la 

palabra “zona” (region) incluye tanto las islas como muchas otras zonas 

desventajadas”. 

 

 En la misma línea, la Sra. Thorning-Schmidt proponía dos enmiendas. Una 

primera al artículo III-111 en los mismos términos que la anteriormente glosada sobre la 

Estrategia de Göteborg
34

, vinculando el  desarrollo equilibrado y sostenible con la 

cohesión económica y social, y una  segunda enmienda al artículo III-112, en la cual, la 

referencia a  los objetivos de desarrollo sostenible ya mencionados pasara a estar 

incorporada como objetivo a las operaciones de los Fondos Estructurales. En su 

explicación, exponía que “con el fin de asegurar el uso sostenible de los Fondos 

Estructurales (…) las políticas de la Unión deberían ser totalmente coherentes con los 

objetivos enunciados en el art. III-111”. 

 

 Finalmente, los Sres. Chabert, Dammeyer, Dewael, Granrut, Martini y Valcárcel 

Siso, son autores de la enmienda nº 21 al artículo III-111 en la cual, teniendo en cuenta 

que la Unión se propone reducir las diferencias entre los niveles de desarrollo de las 

diversas regiones y el retraso de las regiones o islas menos favorecidas, incluidas las 

                                                           
34

 Otros miembros de la Convención, como el Sr. Ben Fayot, miembro del Parlamento de Luxemburgo, se 

pronunciaron en términos idénticos sobre esta cuestión. 
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zonas rurales proponen incluir el texto siguiente: “a este respecto, la Unión tomará en 

cuenta las desventajas estructurales ligadas a la insularidad, el alejamiento, el carácter 

montañoso y la débil densidad de población, sobre todo cuando éstas se presenten 

acumuladas o agravadas”. 

 

 

 4.1.2. Las “contribuciones” al proyecto. 

 

Por último, en relación con el tema que nos ocupa es de gran interés poner de 

manifiesto que, el 30 de abril de 2003, fue presentada en la Secretaría de la Convención 

la “contribución” nº 308, por los Sres. José Borrell, Diego López Garrido y Carlos 

Carnero, sobre “la Constitución europea y las regiones estructuralmente desfavorecidas 

(islas, regiones montañosas y regiones con baja densidad de población)”, si bien, en 

nota final al pie se hace constar que dicha contribución fue “preparada” por Juan de 

Dios Izquierdo, portavoz de la delegación socialista española en la Comisión de Política 

Regional del Parlamento Europeo. En esta contribución, tras señalar que la Unión no 

debería olvidar la vertiente territorial de la política de cohesión, se remarcaba como 

imprescindible que la proyectada Constitución Europea prestara una atención particular 

a las “regiones europeas con desventajas geográficas permanentes, entre las que se 

incluyen las islas, regiones de montaña y las zonas poco pobladas”, proponiendo como 

posible texto (sin precisar a qué artículo de la CE se refería): “La Unión Europea 

reconoce la situación de desventaja estructural permanente de las islas, las zonas de 

montaña y las zonas de baja densidad de población, patrimonio europeo de gran 

fragilidad”.  

 

Dicha contribución posee la virtud de manifestar una preocupación evidente -y 

pionera a nivel castellano-manchego- por el tema que nos ocupa. Y apunta un doble 

enfoque de interés. Por un lado, al poner de manifiesto la vinculación que debería existir 

entre la vertiente territorial de la política de cohesión y estas regiones desventajadas, lo 

cual conduce a la idea de que los Fondos Estructurales y, en su caso, el Fondo de 

Cohesión, no deberían limitarse a la armonización de diferencias estructurales de 

carácter económico y social, sino también emplearse para mitigar las diferencias de 

índole territorial, siempre que tengan un carácter permanente. Por otro lado, aunque de 

un modo todavía no muy preciso, apunta a que, dentro de un uso muy laxo del término, 

las desventajas geográficas (geografía humana) puedan englobar asimismo a las 

demográficas. Sin embargo, se trata de un primer boceto cuya proyección práctica no ha 

sido dibujada todavía con la precisión necesaria, pues no basta con que la Unión 

“reconozca” a Cuenca, Soria o Teruel que constituyen un “patrimonio europeo de gran 

fragilidad”, sino que es preciso perfilar una estrategia de incorporación a una noción 

asentada en el derecho originario (“regiones que padecen desventajas naturales o 

demográficas graves y permanentes”), capaz de derivar consecuencias prácticas 

beneficiosas (una ayuda adicional) de la desventaja estructural (escasez de población) 

percibida. 

 

4.2. Los trabajos previos a la revisión del proyecto constitucional y su 

reconversión en el Tratado de Lisboa. 

 

4.2.1. Las directrices estratégicas propuestas por la Comisión al Consejo. 
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Es interesante observar las propuestas de la Comisión para la adopción de la 

Decisión del Consejo, sobre las “directrices estratégicas comunitarias en materia de 

cohesión”, formuladas pocos meses antes de la CIG, en julio de 2006. Bajo la rúbrica 

“Dimensión territorial de la política de cohesión”, la Comisión señala la especial 

importancia del “aspecto geográfico” y añade “Por consiguiente, cuando elaboren sus 

programas y concentren sus recursos en las prioridades, los Estados miembros y las 

regiones “deberán prestar especial atención a estas circunstancias geográficas como 

elemento transversal u horizontal”
35

. Las sostenibilidad y la preocupación por el 

equilibrio deben presidir el desarrollo regional. Este enfoque exige que se aborden los 

problemas de las regiones que sufren desventajas debido “a su escasa densidad 

demográfica o su carácter montañoso”. La aplicación con éxito de las medidas a favor 

de la cohesión territorial “exige mecanismos de ejecución que contribuyan a garantizar 

un trato equitativo de todos los territorios sobre la base de sus capacidades individuales 

como factor de competitividad. Por lo tanto, la buena gobernanza es importante para 

abordar adecuadamente la dimensión territorial”. 

 

De ahí que sea preciso “Apoyar la diversificación económica de las zonas 

rurales y pesqueras y de las zonas con desventajas naturales”, cuya regeneración pueda 

ser auxiliada por el FEADR
36

. Y asimismo fomentar la sinergia entre las políticas 

estructurales, de empleo y de desarrollo rural, de tal modo que los EE. MM. puedan 

“garantizar la coherencia de las acciones que vayan a ser financiadas por el FEDER, el 

Fondo de Cohesión, el FSE y el FEADR en un territorio y en un ámbito de actividad 

determinados”. Todo ello deberá definirse en un marco de referencia estratégico 

nacional. Es preciso esforzarse en garantizar un nivel mínimo de acceso a los servicios 

de interés económico general y ello, especialmente en las zonas de muy escasa densidad 

de población, puede lograrse invirtiendo en polos de desarrollo en las zonas rurales y 

desarrollando agrupaciones económicas. 

 

Finalmente, “muchas regiones rurales dependen en gran medida del turismo. 

Estas regiones necesitan un enfoque integrado dedicado a la calidad, centrado en la 

satisfacción de los clientes y basado en los aspectos económicos, sociales y ambientales 

del desarrollo sostenible. Las acciones deben aprovechar y tratar de conservar y 

desarrollar, los activos naturales y culturales que pueden tener importantes efectos 

indirectos positivos, protegiendo los hábitat y apoyando las inversiones en 

biodiversidad”. En suma, como indica una comunicación posterior de la propia 

Comisión, se trataría de “convertir la diversidad territorial en un factor de éxito”. 

 

4.2.2. La Agenda Territorial de la Unión Europea (Leipzig, mayo de 2007) y su 

Programa de Acción. 

 

La Agenda Territorial fue fijada en una reunión informal de los ministros 

europeos competentes en materia de desarrollo urbano y cohesión territorial en Leipzig, 

el 24 y 25 de mayo de 2007, esto es, pocos meses antes de la CIG 2007, pero entronca 

con un proceso muy anterior en el tiempo traducido en la adopción, en mayo de 1999, 

                                                           
35

 Comisión Europea, 14 de julio de 2006, Propuesta de Decisión del Consejo relativa a las directrices 

estratégicas comunitarias en materia de cohesión. (11706/06); COM (2006) 386 final, p. 34. 
36

 Ibidem, pp. 37-38. 
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de la Estrategia Territorial Europea (ETE)
37

. Desde entonces, se han ido sucediendo 

reuniones de los ministros del ramo en un proceso dinámico que tiene como hitos más 

destacados las reuniones de Rotterdam (2004) y Luxemburgo (2005). Pero, tanto por su 

especificidad como por su previsión de continuidad con el Programa de Acción, 

adoptado en noviembre de 2007 en las Azores, en las vísperas de la CIG 2007, merece 

una consideración detallada. 

 

La Agenda constituye “un marco político orientado a la acción” que debe 

contribuir al “crecimiento económico sostenible” y al “desarrollo social y ecológico”. 

Con ello, la Unión asegurará “mejores condiciones y calidad de vida con las mismas 

oportunidades, orientadas hacia los potenciales regionales y locales, con independencia 

de dónde vive la gente, en el área central o en la periferia”. La “cohesión territorial”  se 

percibe como  “un proceso permanente y cooperativo que implica a los diversos agentes 

y partes implicados (stakeholders) en el desarrollo territorial, a los niveles político, 

administrativo y técnico”. Y se puede conseguir solo “con un diálogo intensivo y 

continuo entre todos los agentes implicados en el desarrollo territorial. Este proceso de 

cooperación es lo que llamamos gobernanza territorial”. El sector privado y el público 

necesitan actuar juntos para hacer el mejor uso posible de las inversiones europeas, de 

ahí que se haga constar expresamente que la Agenda está apoyada “por un diálogo a 

nivel europeo de los agentes interesados desde el verano de 2006”.  

 

La Agenda Territorial es conocida por formular en su punto II un listado de seis 

“desafíos territoriales”. Resultan especialmente interesantes los dos últimos, a saber: 

 

“la sobreexplotación de los recursos ecológicos y culturales y pérdida de 

biodiversidad, especialmente debido al incremento de la expansión 

descontrolada del desarrollo, mientras las áreas remotas se enfrentan a la 

despoblación”, y, 

 

“los efectos territoriales del cambio demográfico (especialmente el 

envejecimiento) así como la migración interna y externa en los mercados de 

trabajo, en la oferta de servicios públicos de interés general, en el mercado de 

vivienda, en el desarrollo de la estructura de asentamientos y en cómo la gente 

convive en nuestras ciudades y regiones”. 

 

Frente a tales desafíos –si hay que creer a los informales ministros- el mejor 

remedio es lograr la cohesión territorial como requisito previo para poner en práctica la 

cohesión económica y social construyendo un auténtico modelo social europeo. Para 

ello se formula una serie correlativa de “prioridades para el desarrollo territorial”. La 

segunda de las seis prioridades requiere “nuevas formas de asociación y gobernanza 

territorial entre áreas rurales y urbanas”. Y la sexta, fortalecer “las estructuras 

ecológicas y los recursos culturales como valor añadido para el desarrollo”, con el fin de 

crear “una estructura transeuropea verde, integrada y sostenible”. Veamos cómo se 

desarrolla, en la segunda prioridad, la idea del partenariado urbano-rural, subrayando 

que las decisiones deben ser “preparadas conjuntamente por agentes públicos y 

privados”. 
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 Comisión Europea (1999) “Estrategia Territorial Europea”. Hacia un desarrollo equilibrado y sostenible 

del territorio de la Unión Europea”; acordada en la reunión informal de ministros de Postdam, mayo de 
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“Una Europa competitiva y sostenible comprende, de forma diversa y con 

diferentes interdependencias, regiones urbanas de distintos tamaños y áreas 

rurales. Las regiones urbanas están constituidas por centros urbanos y áreas 

típicamente rurales; las áreas rurales, situadas más allá de la distancia de 

desplazamiento diario al trabajo a las áreas urbanas, están articuladas por centros 

regionales y ciudades pequeñas y medias. Las autoridades respectivas deben, 

como socios interdependientes, identificar sus potenciales comunes, elaborar 

estrategias conjuntas de desarrollo, regionales y sub-regionales, y de este 

modo, poner conjuntamente los cimientos para hacer regiones y sub-regiones  

atractivas y para facilitar inversiones tanto del sector público como del sector 

privado. A esto es a lo que denominamos asociación o partenariado urbano-

rural”. 

 

 Y, en relación con el envejecimiento de la población y sus formas de combatirlo,  

 

“En el contexto del cambio demográfico, las autoridades que se enfrentan a la 

pérdida de población joven necesitan cooperar estrechamente para mantener 

servicios e infraestructuras atractivos. Esta cooperación implica una nueva 

dimensión política. Para reforzar esto pueden ser necesarias nuevas formas de 

gobernanza territorial en las regiones europeas. En general, quisiéramos crear 

oportunidades para el potencial económico innovador para el desarrollo a partir 

de experiencias positivas de partenariado y cooperación política en un contexto 

regional funcional”. 

 

 

4.3. La Conferencia Intergubernamental de Revisión (diciembre de 2007) y la 

cohesión territorial. 

 

 Aunque la página oficial de la Unión Europea proclama la transparencia y el 

acceso a los documentos de la Unión (en consonancia con la “visibilidad” para el 

ciudadano de dicho principio, plasmada en el artículo 42 de la Carta de Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea), lo cierto es que no se ha hecho pública la 

documentación sobre los debates que condujeron a la simplificación y reestructuración 

del proyecto de Constitución Europea para desembocar en el Tratado de Lisboa, a lo 

largo de la Conferencia Intergubernamental de Revisión en 2007. Por tanto, para 

percibir las modificaciones producidas en el Derecho Originario es preciso comparar el 

proyecto constitucional con el texto del TFUE tras el Tratado de Lisboa, teniendo en 

cuenta las directrices de la Comisión. Una mención especial merece la existencia de 

modificaciones introducidas durante la CIG 2007 en el Protocolo sobre la Cohesión 

económica, social y territorial
38

, anejo al Tratado de la Unión Europea. Dicho protocolo 

existe desde la primera versión del TUE, fruto del Tratado de Maastricht en 1992, pero 

estaba destinado a poner de manifiesto la solidaridad entre los Estados miembros 

fomentando la cohesión económica y social entre ellos, con el fin de que pudiesen 

cumplir los criterios de convergencia exigidos a quienes quisieran asumir el euro. Tras 

la CIG de 2007, el protocolo se modifica con el fin de añadir en todo su contenido los 

términos “y territorial”, a la cohesión económica y social y adaptando a esta nueva 

perspectiva el Fondo de Cohesión. 
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4.3.1. La nueva ubicación del contenido de las enmiendas al proyecto. 

 

Buena parte de las novedades propuestas por los miembros de la convención 

durante la fase del Proyecto de Constitución Europea como enmiendas a los artículos 

III-111 y III-112, han sido aceptadas, pero cambiadas de lugar en el ámbito del 

Derecho de la Unión Europea. Ya no se incluyen en la política de medio ambiente 

(Título XX), sino en la política de Cohesión (Título XVIII), básicamente en el artículo 

174 TFUE. De ese modo, finalmente el artículo 191 TFUE conserva como objetivos en 

su primer punto “la conservación, la protección y la mejora de la calidad del medio 

ambiente”, y, “la utilización prudente y racional de los recursos naturales”. Pero, si bien 

conserva en su punto segundo como objetivo alcanzar un nivel de protección elevado, 

no hace más que una referencia genérica a la “diversidad de situaciones existentes en 

las distintas regiones de la Unión”, permitiendo en su párrafo siguiente 

(191.2.secundum TFUE), la autorización puntual a los Estados miembros de cláusulas 

de salvaguardia con el fin de que éstos puedan “relajar” tales objetivos de protección 

elevada, siempre que lo hagan por motivos “no económicos”. Por el contrario, es el 

artículo 174 TFUE el que incluye, tanto la mención al objetivo de “reducir las 

diferencias entre los niveles de desarrollo de las diversas regiones y el retraso de las 

regiones menos favorecidas”, como a la especial atención que merecen las “regiones 

que padecen desventajas naturales o demográficas graves y permanentes”. 

 

 

4.3.2. El contenido del artículo 174 tras el Tratado de Lisboa. 

 

El objetivo principal formulado en el 174.1 TFUE consiste en “promover” un 

desarrollo armonioso reforzando para ello la cohesión económica, social y territorial. 

Ese objetivo se refleja en el artículo 174.2, cuando enuncia el propósito de “reducir las 

diferencias entre los niveles de desarrollo de las diversas regiones y el retraso de las 

regiones menos favorecidas”. Pero lo más interesante es el 174.3, al afirmar que “se 

prestará especial atención a las zonas rurales y a las regiones que padecen desventajas 

naturales o demográficas graves y permanentes, como, por ejemplo, las regiones más 

septentrionales con una escasa densidad de población”.  

 

 Este párrafo posee un interés crucial, pues el objeto de este informe es encajar a 

las provincias de Cuenca, Soria y Teruel (bien sea en su totalidad o bien parcialmente en 

aquellos municipios o comarcas de los que pueda predicarse tal cualidad), en el 

concepto de “región que padece una desventaja natural o demográfica grave y 

permanente”, de modo paralelo a como lo han hecho Finlandia y Suecia con sus 

regiones nórdicas situadas al norte del paralelo 62 (Véase nota a pie de pg. nº 2).  

 

En efecto, la desventaja recogida en el derecho originario de la Unión deriva de 

su carácter despoblado (desventaja demográfica), siempre que tal despoblamiento sea 

grave (el criterio de referencia actual sigue siendo el de los 8 habitantes por kilómetro 

cuadrado recogido en el Acta de Adhesión de Suecia [véase nota 1 sobre el 

mantenimiento actual de ese criterio en el contexto del Marco Financiero Plurianual 

2014-2020] y permanente (o, todavía peor, tienda a agravarse con un descenso regresivo 

de la densidad de población),  pero no de su latitud, pues la mera latitud geográfica no 

tiene por qué suponer necesariamente una desventaja natural. De ahí que el párrafo 

tercero del artículo 174 mencione la latitud septentrional a título de mero ejemplo. Por 
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ello, el criterio básico de la escasez de población debería poder aplicarse sin trabas al 

resto de las regiones europeas con esa desventaja situadas en el sur o en el oeste de 

Europa, sin perjuicio de ser objeto de una mayor precisión que atienda no solo a la 

densidad de la población, sino también al envejecimiento y la salud de la misma, la 

proporción de población activa, la ubicación rural o urbana, o su dedicación al sector 

primario de la economía en comparación con el sector servicios. 

 

 

5. Los desarrollos posteriores al Tratado de Lisboa.  

 

5.1. El Libro Verde de la Comisión sobre la cohesión territorial (2008): 

convertir la diversidad territorial en un factor de éxito (fortaleza). 

 

El 6 de octubre de 2008, la Comisión Europea, mediante el instrumento técnico 

de una Comunicación
39

 dirigida al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité de las 

Regiones y al CESCE, hace público el “Libro Verde sobre la cohesión territorial: 

convertir la diversidad territorial en un punto fuerte”, en el que interpreta y desarrolla 

la política de cohesión territorial. De entrada, nos quedaríamos con la traducción 

anterior en la que, en lugar del término “punto fuerte” (“fortaleza”, en un análisis de 

“debilidades y fortalezas”), figuraban las palabras “factor de éxito”. El sentido de la 

propuesta es claro: si hasta ahora se había considerado que las desventajas naturales 

eran una “debilidad” desde el punto de vista socioeconómico, ahora se trata de invertir 

los términos del problema y convertirlas en una “fortaleza”. Para ello, es imprescindible 

una ayuda. Y esa ayuda debe ser proporcionada por los instrumentos estructurales, 

actuando en estrecha coordinación. Favoreciendo a los territorialmente desfavorecidos 

lograremos un éxito político y socioeconómico: ese es el objetivo. 

 

Lo primero que hay que hacer para aplicar el concepto cohesión a la nueva 

vertiente territorial es intentar definirlo. Y, a ello se dedica la Comisión en su primer 

apartado, del modo siguiente: 

“La cohesión territorial consiste en garantizar un armonioso desarrollo de todos 

esos lugares y lograr que sus habitantes puedan aprovechar al máximo sus 

características inherentes. Por ello, es un medio para transformar la diversidad 

en un activo que contribuya al desarrollo sostenible de la UE en su conjunto”
40

. 

Jurídicamente, garantizar, aunque siga siendo una obligación de 

comportamiento y no de resultado, supone un compromiso más sólido que promover 

(como objetivo, artículo 174 TFUE), siempre y cuando se precise en qué consisten esas 

garantías o de qué forma se puede acceder a ellas. Pero la filosofía de transformación de 

las debilidades en fortalezas aparece plasmada tras el punto a mitad de la frase: la 

cohesión no es un fin en sí mismo, sino un medio para transformar la diversidad 

territorial en un activo; en un factor de bienestar social que redunde en sus habitantes y 

contribuya al desarrollo sostenible, armonizando política de cohesión y política de 

medio ambiente. 

Por otra parte –y esto debe ser objeto de lectura con la mente puesta en el dato 

de que las tres provincias españolas que promueven el presente estudio pertenecen a 
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Comunidades Autónomas distintas [NUTS II, en jerga comunitaria, véase nota nº 3]- el 

término “territorio” es objeto de una interpretación intencionadamente abierta por parte 

de la Comisión. Así: 

“La acción política puede ayudar a los territorios a aprovechar al máximo sus 

activos. Además, puede ayudarles a responder conjuntamente a los retos 

comunes, alcanzar una masa crítica e incrementar los beneficios al combinar sus 

actividades, aprovechar las complementariedades y sinergias entre ellas y 

superar las divisiones provocadas por las fronteras administrativas”
41

. 

Dicho de otro modo, la perspectiva europea no tiene por qué sujetarse a la 

organización administrativa interna de los Estados miembros cuando maneja una noción 

de “territorio” –aunque no hacerlo quizá implique ciertas dificultades a la hora de la 

aplicación interna de las ayudas u otros beneficios que puedan percibirse, en la medida 

en que éstas se otorgan al Estado y la dinámica de aplicación habitual de éste pasa por 

las unidades administrativas internas- por tanto, la percepción de las sinergias y 

complementariedades y la actuación conjunta consiguiente de tres provincias españolas, 

“más allá de las fronteras administrativas” [autonómicas], sería conforme a una 

interpretación auténtica del significado y las consecuencias del principio de cohesión 

territorial, efectuada por la propia Comisión Europea, aunque dichas provincias 

pertenezcan a Comunidades Autónomas distintas. 

La política de cohesión es la bisagra entre la cohesión social y el equilibrio 

ecológico. En la UE, sólo el 7% de la población vive en grandes ciudades de más de 

cinco millones de habitantes, a diferencia de los EE UU, donde este porcentaje alcanza 

el 25%. De ello se deriva una mejor calidad de vida del ciudadano europeo que es 

preciso conservar, del mismo modo que el medio ambiente sano. Y, para ello, es preciso 

“compensar las diferencias en materia de densidad”. 

“De hecho, en las zonas rurales más alejadas de las ciudades de cualquier 

tamaño, las poblaciones pequeñas y medianas suelen jugar un papel más 

importante de lo que podría deducirse de sus dimensiones. El papel de estas 

poblaciones a la hora de proporcionar acceso a servicios, como la infraestructura 

necesaria para invertir en la adaptabilidad de personas y empresas, es clave para 

evitar el éxodo rural y garantizar que esas zonas sigan siendo atractivas para 

vivir”
42

. 

Es preciso conectar territorios, superar las distancias, construir carreteras y 

proporcionar acceso a internet en banda ancha, en una palabra: comunicar. Y ello se 

percibe con más intensidad en regiones insulares, montañosas o escasamente pobladas. 

“Sólo 2,6 millones de personas viven en las regiones escasamente pobladas de la 

UE. Su PIB per cápita varía considerablemente y oscila entre niveles muy 

inferiores y muy superiores a la media comunitaria. La población de la mayoría 

de estas regiones permaneció estable entre 1995 y 2004, pero tres de ellas 

experimentaron un descenso superior al 5 %. La baja densidad, la situación 

periférica y la debilidad estructural (debido por ejemplo a la dependencia del 
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sector primario) coexisten en estas regiones y representan conjuntamente un 

importante obstáculo para el desarrollo”. 

Desde nuestro punto de vista, la situación periférica de las regiones cuya 

densidad de población –ya escasa- ha descendido, es anecdótica. Y el PIB de las mismas 

es tan variable que su uso como criterio para la determinación territorial a efectos de la 

política de cohesión podría producir consecuencias indeseables. El dato objetivo de 

conveniente trasposición señalado en el párrafo anterior es el descenso de una densidad 

de población ya escasa, riesgo que se corre en general con estas regiones si no se 

produce una ayuda europea capaz de compensar las desventajas estructurales existentes. 

Cierto es que el éxodo de población puede producirse de modo más agudo si aquella es 

exclusivamente rural y depende del sector económico primario (explotación de los 

recursos naturales). Ese fenómeno se está produciendo en regiones escasamente 

pobladas de Europa Meridional (SESPA), como Cuenca, Soria o Teruel, zonas rurales, 

zonas de montaña, zonas que han logrado una consideración de “zonas agrícolas 

desfavorecidas” desde la perspectiva de la Política Agrícola, pero que todavía no han 

logrado un reconocimiento suficiente de su situación diferenciada en el marco de la 

Política de Cohesión. Llamar la atención de las Instituciones europeas al respecto, puede 

ser decisivo para invertir esa tendencia en beneficio de la población. 

Ahora bien, la propia Comisión reconoce que “para la profundización de la 

cohesión territorial, convendría que se aclarasen las numerosas cuestiones que 

plantea”
43

. Y, en un párrafo algo oscuro que, “salvo alguna excepción, la naturaleza de 

las regiones según todo lo expuesto anteriormente no constituye el principal factor 

determinante para la concesión de una ayuda comunitaria”
44

. Dentro del contexto en el 

que se hace esa afirmación, hay que entender que, si bien las políticas estructurales 

siempre han ido dirigidas a las regiones menos favorecidas, no está nada claro que las 

políticas sectoriales (transporte, energía, empleo, etc.) hayan seguido un criterio 

semejante. Existe, pues, la necesidad de hacer coherentes las ayudas desde una 

perspectiva territorial. 

 

5.2. El seguimiento del Libro Verde y del Programa de Acción de la Agenda 

Territorial por el Parlamento Europeo. 

 

Fuera del marco del procedimiento de codecisión con el Consejo, el Parlamento 

Europeo sigue adoptando resoluciones de carácter programático. No tiene sentido 

aportar en este informe un listado exhaustivo de todas las adoptadas por el PE tras la 

CIG 2007 en las que se haga alguna mención del tema que nos ocupa. Ello no obstante, 

algunas de estas resoluciones aportan enfoques de interés. Veamos dos ejemplos. 

 

 

5.2.1 Resolución de 21 de febrero de 2008, “sobre el seguimiento de la Agenda 

Territorial de la UE y de la Carta de Leipzig: hacia un programa de acción europea 

para el desarrollo espacial y la cohesión territorial”
45

. 
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Apunta dos aspectos de interés. El primero de ellos consiste en señalar la mejora 

que supondría para nuestra estrategia integrar la política de desarrollo del medio rural 

con la protección de las zonas escasamente pobladas, para evitar el éxodo rural. La vía 

práctica sería el aprovechamiento de las sinergias con el FEADR. El segundo aspecto es 

jurídicamente interesante, al enfocar el asunto que nos ocupa desde la óptica de la 

aplicación del principio de igualdad para defender derechos fundamentales de 

contenido colectivo. Ello no obstante y pese a la integración de la Carta de Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea en el Derecho Originario, por vía de la referencia 

efectuada por el artículo 6.1 TUE, la posibilidad de fundamentar un recurso individual 

en este principio no encuentra todavía acogida en la jurisprudencia del Tribunal de 

Luxemburgo
46

. Ello no obstante, quizá pudiera servir para fundamentar el ejercicio del 

derecho de petición ante el propio Parlamento Europeo, o una queja ante el Defensor del 

Pueblo. Veamos ambos aspectos: 

“G. Considerando que, además de la política de cohesión como instrumento de 

gobernanza estratégica, son necesarias otras medidas para garantizar que se 

alcancen los objetivos de la Agenda Territorial y de la Carta de Leipzig, en 

particular, la evaluación de la del impacto espacial, el enfoque integrado y la 

supervisión de la ordenación territorial, 

H. Considerando que, además de la política de cohesión, la política de 

desarrollo del medio rural tiene importantes repercusiones territoriales; 

considerando que la integración de estas dos políticas aún presenta lagunas y 

que, por consiguiente, es necesario reforzar las sinergias para revelar el potencial 

real de desarrollo y aumentar el atractivo y la competitividad de las zonas 

rurales lo que podría contribuir a contrarrestar el éxodo rural, 

M. Considerando que un enfoque integrado de la dimensión territorial de la 

cohesión no se agota en las acciones y políticas de ordenación del territorio y 

desarrollo urbano, pues en último término se trata de asegurar la igualdad entre 

los ciudadanos de la Unión cualquiera que sea su lugar de residencia, objetivo 

que no se puede conseguir únicamente a través de la ordenación del territorio, 

6. Pide a la Comisión y al Consejo que, en el marco de la evaluación a mitad de 

período de la política de cohesión, aprovechen mejor las sinergias con el Fondo 

Europeo Agrícola de Desarrollo Rural para el desarrollo del conjunto del 

territorio; recomienda, a la luz de las consideraciones sobre la política de 

cohesión después de 2013, una estrecha coordinación entre la política de 

cohesión y la política de desarrollo rural con el fin de aumentar las 

oportunidades de mejora de la calidad de vida en las zonas rurales; 

23. Acoge con gran satisfacción que el Tratado de Lisboa incluya como uno de 

sus objetivos la cohesión territorial, junto con la cohesión económica y social, y 

prevea una competencia legislativa compartida en este ámbito para la UE y los 

Estados miembros; indica que el Tratado de Lisboa reconoce que hay que luchar 

contra los desafíos territoriales que afectan a las islas y a las regiones 

montañosas, fronterizas y ultraperiféricas y poco pobladas, pues estas 
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desigualdades tienen repercusiones negativas en la competitividad de la 

economía de la UE en su conjunto; pide a la Comisión que complete el Primer 

Programa de Acción con propuestas concretas de acciones e iniciativas de la 

UE. 

 

5.2.2. Resolución del Parlamento Europeo, de 22 de septiembre de 2010, sobre 

la estrategia europea para el desarrollo económico y social de las regiones de 

montaña, las islas y las zonas escasamente pobladas
47

.  

El Parlamento aporta aquí dos ideas interesantes. En primer lugar, un 

planteamiento coherente entre las diferentes políticas desarrolladas por la Unión haría 

que, una vez constatado el hecho diferencial de estas zonas o regiones, el objetivo de 

promover la igualdad y el empleo de los Fondos Estructurales, se diseñaran programas 

de desarrollo regional específicos para ellas, dentro del marco de la Política Regional. 

El problema es que cada política funciona con unos criterios básicos de determinación 

que no coinciden con los de otras políticas confluyentes. Así, en el marco de la Política 

Regional, el PIB sigue siendo el principal indicador, pero deberían adoptarse nuevos 

indicadores más adaptados a la perspectiva territorial, como la población total, las tasas 

de empleo y desempleo, y el nivel de educación. Finalmente, dicha labor de 

consolidación de indicadores complementarios no tiene por qué ser abordada 

exclusivamente por la Comisión, sino que pueden llevarla a cabo los Estados miembros. 

Es más, dichos indicadores ya pueden ser utilizados por los Estados miembros en la 

redistribución de fondos entre regiones, en el marco de las dotaciones ya asignadas. El 

hecho de que el PE exponga y apoye esta idea podría ser un fundamento interesante de 

cara a presionar al gobierno español y a los gobiernos autonómicos respectivos a 

redistribuir la riqueza europea de un modo más equitativo. 

“A. Considerando que las disposiciones de los Fondos Estructurales 2007-2013 

han consolidado el principio de la cohesión territorial, que constituye uno de los 

objetivos fundamentales que establece el Tratado de Lisboa para la Unión 

Europea, cuyo fin es garantizar el desarrollo armonioso de la UE (…)  

B. Considerando la importancia de aclarar las repercusiones del Tratado de 

Lisboa sobre el estatuto de las regiones que merecen medidas especiales en el 

marco de la política regional,  

C. Considerando que, en cumplimiento del artículo 174 del Tratado de 

Funcionamiento de la Unión Europea, se debe prestar especial atención a las 

regiones que padecen desventajas naturales o demográficas graves y 

permanentes como, por ejemplo, las regiones más septentrionales con una escasa 

densidad de población y las regiones insulares, transfronterizas y de montaña 

2. Considera que las regiones de montaña, las islas y las zonas escasamente 

pobladas constituyen grupos homogéneos de regiones que comparten algunas 

características importantes que las diferencian de otras regiones; opina que estas 

regiones merecen programas de desarrollo regional específicos;  
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3. Considera que el PIB debe seguir siendo el criterio principal para determinar 

quién se puede beneficiar de la ayuda de la política regional; pide, no obstante, a 

la Comisión y a los Estados miembros que elaboren indicadores estadísticos más 

adaptados y orientados al territorio, con el fin de obtener una visión más global 

del nivel de desarrollo de estas regiones desfavorecidas; subraya que los 

indicadores distintos del PIB (población total, tasas de empleo y desempleo, 

nivel de educación, densidad de población) ya pueden ser utilizados por los 

Estados miembros en la redistribución de fondos entre regiones, en el marco 

de las dotaciones asignadas, teniendo en cuenta los atributos específicos de cada 

región; 

5. Pide a los Estados miembros y a las autoridades regionales y locales que 

asuman un papel fundamental en las estrategias de desarrollo de las regiones de 

montaña, las islas y las zonas escasamente pobladas, ya que es necesario un 

enfoque vertical en el que participen todos los niveles de gobierno, de 

conformidad con el principio de subsidiariedad, para colocar a estas regiones en 

el camino correcto hacia un desarrollo sostenible,  

7. Pide a la Comisión y a los Estados miembros que velen por que las regiones 

de montaña, las islas y las zonas escasamente pobladas se sigan beneficiando de 

disposiciones específicas con arreglo al nuevo marco financiero plurianual y 

durante el próximo período de programación;  

8. Acoge con satisfacción las Agrupaciones Europeas de Cooperación 

Territorial (AECT), como instrumento destinado a superar los obstáculos a la 

cooperación territorial; alienta a las regiones de montaña, las islas y las zonas 

escasamente pobladas a que utilicen las AECT para la gestión de los proyectos 

de cooperación territorial con otras regiones que estén cofinanciados por la UE, 

como forma de acercamiento a los espacios económicos de su entorno”. 

6. El cumplimiento por los Estados miembros (incluidos los órganos 

autonómicos) de los objetivos de la Unión en materia de cohesión. 

6.1. Los objetivos de la Unión (174 TFUE) y las obligaciones de los Estados 

miembros (175 TFUE). 

Como sabemos, el objetivo principal de la Unión en la materia viene formulado 

por el primer párrafo del 174 TFU y consiste en “promover un desarrollo armonioso en 

el conjunto de la Unión”, reforzando para ello la cohesión a los tres niveles señalados: 

económico, social y territorial. Ese objetivo armónico se refleja asimismo en el segundo 

párrafo del artículo 174, cuando enuncia el propósito de la Unión de “reducir las 

diferencias entre los niveles de desarrollo de las diversas regiones y el retraso de las 

regiones menos favorecidas”. 

 

Ambas obligaciones de comportamiento se completan con las coherentemente 

establecidas en el artículo 175 TFUE para los Estados miembros de conducir su política 

económica y coordinarla (con los órganos e Instituciones de la Unión) con el fin de 

alcanzar los anteriores objetivos. Tanto para los Estados como para las Instituciones, 

sigue regulando el artículo 175, al “formular y desarrollar las políticas y acciones de la 

Unión” “se tendrán en cuenta” tales objetivos. 
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Ello implica que, tanto las actuaciones de las Instituciones y otros órganos de la 

UE como las de los Estados miembros a todos los niveles de su organigrama (central, 

autonómico y local) deben ser conformes con los objetivos enunciados por el Derecho 

de la Unión. Y de ahí se deriva que si una actuación de un órgano autonómico de una de 

las tres comunidades involucradas en este informe no fuese conforme a la promoción de 

ese desarrollo armonioso y, en lugar de intentar mitigar el retraso de las zonas menos 

favorecidas (SESPAs y Zonas de Montaña) y sus diferencia de nivel de desarrollo, 

adjudicase una parte de lo obtenido de los fondos estructurales europeos a NUTS 3 o 

LAU 2 de modo tal que superase la parte que le corresponde en el Marco Estratégico 

Común y el Contrato de Asociación, el Estado miembro en cuestión estaría llevando a 

cabo un incumplimiento del Derecho de la Unión, lo cual podría dar lugar a una 

compleja actuación en el marco del contencioso por incumplimiento  (artículos 258 a 

260 TFUE), que podría arrancar de la puesta en conocimiento de los hechos ante la 

Comisión Europea mediante una queja (Véase la primera parte de este informe, Ap. 

2.3.1.). 

 

6.2. Las obligaciones de los Estados miembros y el principio de cooperación 

leal  en la ejecución “de las obligaciones derivadas de los Tratados o 

resultantes de actos de las Instituciones de la Unión” (4.3 TUE). 

 

 El sistema comunitario está basado en la atribución de competencias normativas a 

las Instituciones sobre determinadas materias, si bien, el desarrollo y la ejecución de las 

normas adoptadas por las Instituciones suele quedar en manos de las autoridades 

nacionales. En virtud del principio de subsidiariedad, en las muchas materias en la que 

haya competencias compartidas entre la Unión y los Estados Miembros que constituyen el 

contenido de la mayoría de las políticas de la Unión, “la Unión intervendrá sólo en caso 

de que, y en la medida en que, los objetivos de la acción pretendida no puedan ser 

alcanzados de manera suficiente por los Estados miembros, ni a nivel central ni a nivel 

regional y local, sino que puedan alcanzarse mejor, debido a la dimensión o a los 

efectos de la acción pretendida, a escala de la Unión” (art. 3, ter.3 del Tratado de 

Lisboa y art. 5.3 TUE).  

 Por tanto, si es normal que las normas comunitarias sean desarrolladas y ejecutadas 

por los Estados Miembros y los organismos regionales y locales que de éstos dependan, 

resulta indispensable la colaboración de los Estados miembros con las Instituciones 

comunitarias en el marco de este procedimiento indirecto de aplicación de sus 

disposiciones, pues hay que garantizar que tal desarrollo y tal ejecución sean realizados de 

conformidad con el mandato originario de las Instituciones Europeas. Dicha colaboración 

se basa en dos principios: el deber de cooperación leal de los Estados miembros y la 

autonomía institucional de los mismos.  

 6.2.1. El deber de cooperación leal de los Estados miembros. 

 El Tratado de la Unión Europea (TUE), tras la reforma de Lisboa (art. 3 bis del 

Tratado de Lisboa), contiene un precepto que refunde principios anteriormente existentes 

(en el art. 6.3 del TUE y 10 del TCE), recogiendo en su contenido el principio de 

cooperación leal. Así, el actual artículo 4 del TUE, en su párrafo tercero, afirma:  
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“3. Conforme al principio de cooperación leal, la Unión y los Estados miembros 

se respetarán y asistirán mutuamente en el cumplimiento de las misiones 

derivadas de los Tratados. 

Los Estados miembros adoptarán todas las medidas generales o particulares 

apropiadas para asegurar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de los 

Tratados o resultantes de los actos de las instituciones de la Unión. 

Los Estados miembros ayudarán a la Unión en el cumplimiento de su misión y se 

abstendrán de toda medida que pueda poner en peligro la consecución de los 

objetivos de la Unión." 

 Obsérvese que el contenido del principio posee una vertiente positiva (la 

obligación de adoptar las medidas apropiadas para asegurar el cumplimiento de las 

obligaciones derivadas de nuestra pertenencia a la Unión) y otra negativa (la obligación de 

abstenerse de llevar a cabo cualquier actuación que pueda poner en peligro la 

consecución de los objetivos de la Unión). Es más, desde sus orígenes, se viene 

entendiendo que los Estados miembros tienen la obligación de adoptar no sólo las medidas 

previstas expresamente por el Derecho de la Unión, sino incluso acciones no expresamente 

previstas, si son necesarias para el cumplimiento de los objetivos o fines proclamados por 

las Instituciones. Y ello porque el incumplimiento de dichos objetivos puede producirse no 

solo por una actuación defectuosa contraria a los mismos, sino también por omisión, 

generando en ambos casos la responsabilidad del Estado miembro cuyo órgano haya 

causado el incumplimiento.  

 A estos efectos, es irrelevante cuál sea el órgano concreto encargado de la 

ejecución de la normativa europea. En un Estado de estructura compleja (como nuestro 

Estado de las autonomías), el responsable del incumplimiento de la obligación derivada 

del derecho comunitario será siempre el Estado miembro, al cual, según un principio bien 

establecido en las normas del Derecho Internacional y asumido por el Derecho de la Unión 

Europea, será atribuible la actuación de sus órganos, cualquiera que sea el rango y la 

posición que ostenten dentro de la estructura del Estado miembro y, por tanto, aunque nos 

refiramos a un órgano autonómico o local. 

 

 6.2.2. Gestión indirecta y autonomía institucional de los Estados miembros. 

 Como la Unión Europea no posee los funcionarios que serían necesarios para 

actuar en los más despoblados rincones de los Estados miembros, cada uno de ellos va a 

aplicar el Derecho de la Unión con sus propios funcionarios, con arreglo a la organización 

constitucionalmente prevista en él. Los Estados miembros deben llevar a cabo esa 

actividad de ejecución en el ejercicio de sus propias competencias y con arreglo a la 

distribución interna de tareas entre las diversas Administraciones Públicas del Estado 

(nacionales, regionales, locales) en orden a la aplicación del Derecho comunitario. En esa  

línea, nuestro Tribunal Constitucional, por una parte señaló la necesidad de que las 

autoridades e instituciones internas se ajusten a la Constitución española cuando apliquen o 

ejecuten en su ámbito competencial las normas comunitarias. Y por otra parte, si bien la 

intervención adecuada de los organismos nacionales deriva del deber de cooperación leal 

de los Estados miembros, serán éstos quienes designen el órgano competente para la 

ejecución pues en eso consiste la autonomía institucional. En Estados de estructura 

compleja es frecuente que el órgano encargado de la ejecución normativa o administrativa 
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del Derecho de la Unión en materia de cohesión o en materia medioambiental pertenezca a 

una Comunidad Autónoma. Y ello es conforme a nuestra Constitución hasta el punto de 

que en nuestra jurisprudencia constitucional -de modo paralelo al principio de 

subsidiariedad para las relaciones entre la Unión y los Estados miembros- se ha establecido 

el principio de reserva de ejecución de las comunidades autónomas salvo que sea 

imprescindible la ejecución estatal. 

 Por tanto, si una comunidad autónoma (sea la castellano-manchega, la castellano-

leonesa o la aragonesa) ejecutase actuaciones (u omitiese ejecuciones) en el marco de sus 

competencias dentro de la política de cohesión económica, social y territorial que no 

fuesen conformes a los objetivos o fines proclamados por la Unión (“promover el 

desarrollo armonioso en el conjunto de la Unión”), tales acciones u omisiones deberían ser 

consideradas como un incumplimiento del derecho de la Unión, pudiendo generar la 

oportuna responsabilidad del Estado español.  

 Así pues (Véase Apartado 5.3.2), como señala el Parlamento Europeo en su 

resolución de 22 de septiembre de 2010, los Estados (y ésta obligación afecta a todos sus 

órganos, incluidos los autonómicos y locales) deberían ya elaborar indicadores 

estadísticos más adaptados y orientados al territorio (población total, tasas de empleo y 

desempleo, nivel de educación, densidad de población) para utilizarlos en la 

redistribución de fondos entre regiones, pues ésta sería la manera de actuar en 

cumplimiento de los objetivos de la Unión formulados por el artículo 174 TFUE dentro 

de una estrategia europea para el desarrollo económico y social de las regiones de 

montaña, las islas y las zonas escasamente pobladas. 

  



41 
 

 

 

 

PARTE II. INICIATIVAS Y VÍAS DE 

ACTUACIÓN PARA PROMOVER Y 

RECLAMAR LA ATENCIÓN 

PREFERENCIAL A LA ZONA 

ESCASAMENTE POBLADA DE 

EUROPA MERIDIONAL (SESPA). 

  



42 
 

PARTE II. INICIATIVAS Y VÍAS DE ACTUACIÓN PARA PROMOVER Y 

RECLAMAR LA ATENCIÓN PREFERENCIAL A LA ZONA ESCASAMENTE 

POBLADA DE EUROPA MERIDIONAL 

 De lo hasta ahora expuesto cabe extraer tres conclusiones principales. En primer 

lugar, la adición de la dimensión territorial al objetivo de la política de cohesión, 

operada en el artículo 174 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea por el 

Tratado de Lisboa, acompañada de la mención general que en él se hace a las regiones 

que padecen desventajas naturales o demográficas graves y permanentes, ofrece una 

oportunidad para la consecución de una atención especial a favor de las regiones con 

escasa densidad de población. 

En segundo lugar, como demuestra el informe GEOSPECS, elaborado por una 

red independiente de expertos dirigidos desde la Universidad de Ginebra (el 

Observatorio Europeo de Desarrollo y Cohesión Territorial –ESPON-) en el marco de 

un proyecto financiado por la Comisión Europea, la Zona centro-oriental de la Meseta 

española, en un área coincidente con el Sistema Ibérico y sus aledaños que cubre una 

parte importante de las provincias de Cuenca, Soria y Teruel, reúne características que 

la hacen merecedora de ser calificada como Zona Escasamente Poblada (Sparsely 

Populated Area). 

Sin embargo, en tercer lugar y a diferencia de otros territorios específicamente 

identificados en los tratados, como las regiones ultraperiféricas (en España es el caso de 

Canarias) o las regiones más septentrionales con una escasa densidad de población (en 

inequívoca alusión a las Northern Sparsely Populated Areas de Suecia y Finlanda), o en 

el Derecho derivado de la Unión, como las Zonas de Montaña  en el marco del 

FEADER, la Zona Escasamente Poblada de Europa Meridional (SESPA en lo sucesivo), 

pese a padecer desventajas estructurales objetivamente identificadas, no ha recibido 

hasta la fecha una atención específica en el marco de la Política de Cohesión en España. 

 En el presente apartado se expondrán y valorarán una serie de iniciativas que 

pueden ser seguidas de cara a conseguir el objetivo de obtener una atención preferente 

para la Zona Escasamente Poblada de Europa Meridional en el marco de la política 

europea de cohesión. No obstante, con carácter previo se apuntarán las diferentes 

oportunidades que el proceso de formulación y diseño de la política de cohesión ofrece 

de cara a la consecución del objetivo pretendido. 

 

1. El proceso normativo de diseño de la política de cohesión y las diferentes 

oportunidades de conseguir un tratamiento preferente para la SESPA. 

La política de cohesión puede definirse como aquella parte de la actuación 

pública de la Unión Europea que, con amplia participación de los Estados miembros y 

de acuerdo con una metodología de programación estratégica por objetivos, distribuye y 

aplica un significativo volumen de recursos financieros del presupuesto de la Unión a la 

consecución del fin específico de reforzar la cohesión económica, social y territorial de 

la Unión, reduciendo en particular las diferencias entre los niveles de desarrollo de las 

diversas regiones y el retraso de las regiones menos favorecidas. La concreción de esa 

política responde a la idea de programación, entendiendo por tal “el proceso de 

organización, toma de decisiones y asignación de recursos financieros en varias etapas, 

destinado a ejecutar, sobre una base plurianual, la acción conjunta de la Unión y de los 
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Estados miembros a fin de realizar la estrategia de la Unión para un crecimiento 

inteligente, sostenible e integrador” (Propuesta de Reglamento sobre Disposiciones 

Comunes relativas a los Fondos del MEC –RGF, en lo sucesivo-, art. 2.4). Para ser más 

claros, la determinación de cuánto se invierte, cuándo y para qué en el marco de la 

política europea de cohesión es el resultado de un proceso de decantación normativa por 

fases o etapas que supone la progresiva adopción de un conjunto de normas a varios 

niveles, cada una de las cuales representa una oportunidad para la consecución de la 

aspiración perseguida de obtener un tratamiento específico para la SESPA. 

 

1.1. Regiones prioritarias en virtud de los Tratados. 

En un primer nivel se sitúan los propios tratados que, como ya se ha dicho, 

reconocen expresamente la situación particular de una serie de territorios que en virtud 

de un mandato constitucional, desde las normas jerárquicamente superiores del Derecho 

de la Unión, resultan específicamente designadas como destinatarias de un trato 

preferente. Es la situación en la que se encuentran, además de las regiones 

septentrionales con una escasa densidad de población contempladas en el protocolo nº 6 

anexo al acta de adhesión de Austria, Suecia y Finlandia y junto a otros territorios, las 

Islas Canarias, calificadas expresamente como territorio ultraperiférico caracterizado 

“por su gran lejanía, insularidad, reducida superficie, relieve y clima adversos y 

dependencia económica de un reducido número de productos, factores cuya persistencia 

y combinación perjudican gravemente a su desarrollo” (art. 341 TFUE). Es ése a un 

estatuto al que no debe dejar de aspirar la SESPA en lo que, sin embargo y como 

después se verá, constituye una aspiración de máximos de muy difícil consecución 

incluso a largo plazo. 

 

1.2. Priorización territorial en las reglas generales de la política de cohesión 

para el período 2014-2020. 

En un segundo nivel de concreción aparece un complejo entramado normativo a 

través del cual, desde las instituciones de la Unión Europea, se definen los objetivos 

temáticos, los principios normativos, las prioridades territoriales y las asignaciones 

máximas presupuestarias a aplicar a la política de cohesión para periodos temporales de 

siete años. El periodo de programación que ahora se inicia abarca el periodo 2014-2020 

y, si bien los actos normativos que integran el marco aplicable todavía no han sido 

definitivamente aprobados, lo serán en breve, previsiblemente en el otoño de 2013, 

como resultado eso sí de acuerdos fundamentales que ya han sido alcanzados. Entre 

esos actos normativos destacan el Marco Financiero Plurianual, el Marco Estratégico 

Común (MEC), el Reglamento general de los Fondos y los Reglamentos específicos de 

los Fondos directa e indirectamente vinculados a la política de cohesión, denominados 

Fondos del MEC (Fondo Europeo de Desarrollo Regional –FEDER-, Fondo Social 

Europeo –FSE-, Fondo de Cohesión –FC-, Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural 

–FEADER- y Fondo Europeo Marítimo  y de la Pesca –FEMP-). 

En relación con todo ese conjunto normativo interesa subrayar dos ideas. La 

primera hace referencia a las prioridades geográficas ya identificadas. Las propuestas 

prácticamente definitivas de ese conjunto de normas sólo aseguran expresamente una 

atención preferente a cuatro tipos de territorios entre los que, en este nivel de 
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programación, obviamente no se encuentra explícita y autónomamente contemplada la 

Zona Escasamente Poblada del Sur de Europa (SESPA).  

El Marco Financiero Plurianual (MFP) 2014-2020, objeto de acuerdo político 

entre los Jefes de Estado y de Gobierno en el Consejo Europeo de  7 y 8 de febrero de 

2013, verifica en primer lugar una reordenación de las regiones europeas a los efectos 

de la aplicación de las políticas estructurales destinada a concentrar el grueso de la 

financiación global prevista para invertirse durante todo el periodo a la cohesión 

(325.149 millones de euros) en las regiones menos desarrolladas (definidas por una 

riqueza relativa inferior al 75% de la media de la UE y a las que se asigna un 50,52%) y 

en las regiones en transición (definidas por una riqueza relativa entre el 75 y el 90% de 

la media de la UE y a las que se asigna un 9,74%) sin dejar de reservar una partida para 

las regiones más desarrolladas (definidas por una riqueza relativa superior al 90% de la 

media de la UE y a las que se asigna un 15,22%). 

En segundo lugar, el MFP contempla una financiación adicional, que no excluye 

por tanto su participación en las anteriores partidas y que se cifra en un 0,42%, para las 

regiones y áreas ya etiquetadas como de atención preferente en los tratados, a saber, las 

regiones ultraperiféricas del art. 349 TFUE y las regiones septentrionales escasamente 

pobladas previstas en el Protocolo nº 6 del Tratado de Adhesión de Austria, Suecia y 

Finlandia. 

En tercer lugar, el MFP destina un 21,2% de los recursos destinados a la 

cohesión económica, social y territorial al Fondo de Cohesión, al que optan los Estados 

miembros con una riqueza media inferior al 90% de la media de la Unión Europea y 

entre los que, por primera vez desde su creación, no se encuentra España. 

Y en cuarto lugar, bajo la rúbrica “cooperación territorial europea” se prevé una 

asignación específica de aproximadamente un 2,75% de las cantidades asignadas a 

cohesión que se orienta preferentemente a las regiones fronterizas y marítimas, sin 

perjuicio de que una pequeña partida de 500 millones de euros aparece contemplada en 

esta rúbrica sin adscripción territorial alguna. Junto a las anteriores rúbricas, las últimas 

dos partidas, gestionadas directamente por la Comisión y relativas a asistencia técnica 

(0,35%) y a acciones innovadoras en el ámbito del desarrollo urbano sostenible (0,10%) 

carecen igualmente de adscripción territorial. 

De lo anterior resulta que el territorio que conforma la SESPA, si bien no 

encuentra en el MFP una consideración específica en forma de asignación directa de 

recursos, sí que opta a una parte de las asignaciones contempladas para las regiones en 

transición (en el caso de la provincia de Cuenca, concurriendo en nuestro país con los 

demás territorios integrados en las comunidades de Castilla-La Mancha, Canarias, 

Andalucía y Murcia) y para las regiones más desarrolladas (en el caso de las provincias 

de Soria y Teruel, concurriendo en este caso con los demás territorios integrados en las 

restantes comunidades autónomas, excluyendo a Extremadura, la única que mantiene la 

condición de región menos desarrollada). Sin perjuicio de lo anterior, la obtención de 

fondos procedentes de al menos otras dos partidas, en especial de las relativas a 

cooperación territorial y a acciones innovadoras de desarrollo urbano no queda 

descartado y merece ser conveniente explorado. 

La segunda idea relevante a los efectos de este informe tiene que ver con el 

llamado principio de concentración temática, en cuya virtud los fondos del MEC deben 

orientarse a la consecución de un reducido grupo de objetivos de carácter material que 
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traduzcan al ámbito de la política de cohesión los objetivos generales de la política 

económica de la Unión. De este modo, junto a la ya mencionada orientación general de 

los recursos disponibles de acuerdo con criterios de carácter geográfico o territorial, el 

diseño de la política de cohesión incorpora también un modelo de programación 

estratégica que, en coherencia con los objetivos generales identificados en la llamada 

estrategia 2020 en pos de un “crecimiento inteligente, sostenible e integrador”, supone 

la selección de once objetivos temáticos a cuya realización han de orientarse las 

acciones y operaciones financiadas con cargo a los fondos antes mencionados. 

Los mencionados objetivos, enumerados en el artículo 9 de la propuesta del 

Reglamento General de los Fondos se refieren a:  

(1) Potenciar la investigación, el desarrollo tecnológico y la innovación;  

(2) Mejorar el uso y la calidad de las tecnologías de la información y de las 

comunicaciones y el acceso a las mismas;  

(3) Mejorar la competitividad de las pequeñas y medianas empresas, del sector 

agrícola (en el caso del Feader) y del sector de la pesca y la acuicultura (en el caso del 

FEMP);  

(4) Favorecer el paso a una economía baja en carbono en todos los sectores;  

(5) Promover la adaptación al cambio climático y la prevención y gestión de 

riesgos;  

(6) Proteger el medio ambiente y promover la eficiencia de los recursos;  

(7) Promover el transporte sostenible y eliminar los estrangulamientos en las 

infraestructuras de red fundamentales;  

(8) Promover el empleo y favorecer la movilidad laboral;  

(9) Promover la inclusión social y luchar contra la pobreza;  

(10) Invertir en la educación, el desarrollo de las capacidades y el aprendizaje 

permanente; y  

(11) Mejorar la capacidad institucional y la eficiencia de la administración 

pública. 

Los citados objetivos son objeto de una doble concreción dentro de este 

entramado normativo de segundo nivel: de una parte, los reglamentos de cada uno de 

los cinco fondos del MEC traducen los objetivos temáticos en prioridades específicas 

adaptadas a la misión propia de cada uno de ellos; de otra, el MEC identifica las 

acciones clave que, dentro de cada objetivo temático ha de apoyar cada uno de los 

fondos a que se refiere. Repárese en que la organización y programación que representa 

todo este conjunto de actos normativos no sólo afecta a la política de cohesión a cuyo 

servicio están el FEDER, el FSE y el FC y para los que se prevé en el MFP una cantidad 

aproximada de 325 mil millones de euros. También pre-configuran el destino y 

condicionan normativamente el empleo de los recursos contemplados para los fondos de 

finalidad estructural de las políticas agraria y pesquera (FEAGA y FEMP), dotados en 

el MFP con más de noventa mil millones adicionales. 
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Lamentablemente, aunque la propuesta de Reglamento General de los Fondos 

establece que en el MEC se deben establecer “los retos territoriales fundamentales de 

las zonas urbanas, rurales, litorales y pesqueras, así como de las zonas con 

características territoriales peculiares a las que se refieren los artículos 174 y 349 del 

Tratado, que deben abordar los fondos del MEC”, en la propuesta de la Comisión sobre 

Elementos para un marco estratégico común 2014-2020
48

 y a diferencia de lo que ocurre 

para otras áreas, no existe una sola propuesta o acción vinculada con las áreas que 

padecen desventajas demográficas graves y permanentes, como es el caso de la SESPA. 

 

1.3. Programación de la Política de cohesión en España 2014-2020: los 

documentos estratégicos (contrato de asociación y programas operativos). 

Puesto que, para el próximo período de programación, las aspiraciones de la 

SESPA no encuentran todavía concreción en los dos anteriores niveles, la vista se ha de 

centrar necesariamente en el tercero, a través del cual, sobre la base de las asignaciones 

financieras previstas en el MFP y los objetivos temáticos prioritarios contemplados en 

los demás instrumentos generales, se concretan para cada Estado Miembro los objetivos 

a perseguir, las acciones a realizar para conseguirlos y los recursos que se van a destinar 

a tal efecto. Esa labor, a su vez, se realiza en cada Estado miembro en una doble fase, 

que pasa en un primer momento por la elaboración de un documento más general, el 

llamado contrato de asociación, para desarrollarse después a través de los llamados 

programas operativos. 

El contrato de asociación, instrumento que ocupa en el nuevo periodo de 

programación el papel que tradicionalmente tenían asignados los llamados Marcos 

Estratégicos Nacionales de Referencia, es un documento que redactan los Estados 

miembros y aprueba la Comisión, que debe abarcar todas las ayudas de los fondos del 

MEC para los siete años del periodo de programación en el Estado miembro de que se 

trate y que tiene por fin formular un enfoque integrado de las acciones a desarrollar con 

ayuda europea a partir de una concreción de los objetivos previstos en el Marco 

Estratégico Común basada en una evaluación de sus disparidades y necesidades de 

desarrollo. En lo que ahora más nos interesa, en consonancia con la dimensión territorial 

que desde Lisboa se ha de imprimir a la política de cohesión (art. 174 TFUE), la 

propuesta de Reglamento General de los Fondos impone la obligación de que en el 

contrato de asociación se incluya “un enfoque integrado del desarrollo territorial 

apoyado por los Fondos del MEC” que exponga “las medidas para garantizar un 

enfoque integrado del uso de los Fondos del MEC para el desarrollo territorial de, 

además de zonas urbanas, rurales, litorales y pesqueras, “zonas con características 

territoriales peculiares” (art. 14.b.ii RGF). 

En este sentido, la elaboración del contrato de asociación ha de ajustarse a unas 

directrices y a un modelo adoptado por la Comisión Europea que conviene que sea 

debidamente estudiado de cara a identificar ámbitos en el contrato de asociación en los 

que resulta posible encajar las aspiraciones de tratamiento específico para la SESPA
49

. 
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En particular y en lo que interesa a efectos del presente informe, el contrato de 

asociación ha de incluir una sección tercera titulada “Descripción del enfoque integrado 

al desarrollo territorial apoyado con los fondos europeos estructurales y de inversión o 

un resumen de los enfoques integrados de desarrollo territorial basado en el contenido 

de los programas”, dentro del cual se contempla un subapartado 3.1.6 así rubricado: 

“Cuando proceda, un enfoque integrado que afronte los retos demográficos de las 

regiones o las necesidades específicas de áreas geográficas que sufren desventajas 

naturales o demográficas permanentes, tal y como se definen en el artículo 174 del 

Tratado”. 

Dicho apartado solo ha de cumplimentarse cuando en la sección primera, 

dedicada entre otras cosas al análisis de las disparidades, necesidades de desarrollo y 

potencialidades de crecimiento, se han identificado necesidades específicas de 

desarrollo de zonas geográficas específicas. Es obvio que el Informe GEOSPEC pone 

de manifiesto la existencia de necesidades específicas de desarrollo respecto del 

territorio de la SESPA, cuya debida atención debería ser objeto de previsión también 

específica en el contrato de asociación. De conseguirse tal objetivo, en el mencionado 

subapartado 3.1.6 se habría de incluir un breve resumen de cómo se emplearán los 

fondos del MEC para afrontar las necesidades específicas de desarrollo de estas 

regiones. El reto de los promotores de la SESPA es, pues, conseguir un reconocimiento 

expreso por parte de las autoridades encargadas de confeccionar el contrato de 

asociación de sus necesidades específicas de desarrollo, así como que esas necesidades 

justifican un enfoque integrado que justifica una estrategia coherente de aplicación de 

los fondos para atenderlas adecuadamente. La anterior indicación es relevante porque 

el contrato de asociación tan solo representa una oportunidad de conseguir el objetivo 

perseguido, pero éste en modo alguno está asegurado: en el propio apartado 3.1.6 de la 

plantilla se recuerda que “no todos los Estados miembros incluyen tales regiones –es 

decir, las que cuentan con necesidades de desarrollo específicas-, de modo que esta 

sección no es relevante en todos los casos”. 

El último nivel del proceso de programación está representado por los 

programas operativos, en los cuales se detallan los ejes prioritarios que traducen, en 

relación con el ámbito territorial al que se refieren, los objetivos temáticos a perseguir, 

las acciones a desarrollar para su consecución y un plan de financiación que indique 

para cada anualidad el importe del crédito financiero previsto para la ayuda de cada uno 

de los Fondos y el importe del crédito financiero total de la ayuda de los Fondos y la 

cofinanciación nacional (art. 87 Reglamento General de los Fondos). Si bien los ejes 

prioritarios se configuran con una orientación temática o material, en ellos se ha de 

incorporar la dimensión territorial, debiendo indicarse su contribución al enfoque 

integrado de desarrollo territorial expuesto en el contrato de asociación. En particular, el 

programa operativo ha de incluir, cuando proceda, es decir, cuando se haya previsto en 

el contrato de asociación, “el enfoque integrado previsto respecto del desarrollo 

territorial de las zonas con características territoriales peculiares”. 

Los programas operativos para el FEDER y el FSE se elaboran a nivel 

geográfico mínimo de NUTS 2, lo que en el caso español significa que, sin perjuicio de 

la posibilidad de elaborar programas de alcance nacional, es el nivel autonómico el que 

se toma como referencia para distribuir temática y territorialmente las asignaciones 

financieras que dentro de la rúbrica “cohesión económica social y territorial” 

corresponden a España en virtud del acuerdo sobre el MFP. Durante el anterior periodo 

de programación 2007-2013, en España se optó por elaborar tres programas operativos 



48 
 

plurirregionales (PO Fondo Tecnológico, PO Economía del Conocimiento y PO de 

Asistencia Técnica), un programa operativo del Fondo de Cohesión y diecinueve 

programas operativos regionales (uno por Comunidad y Ciudad Autónoma) 

Consiguientemente, el objetivo de conseguir un tratamiento específico para la SESPA 

debe buscarse mediante la previsión de acciones específicas orientadas a atender las 

necesidades especiales de desarrollo de las áreas escasamente pobladas en los 

programas plurirregionales y, muy especialmente, en los programas operativos 

regionales relativos a Castilla La Mancha, Castilla y León y Aragón. 

 

2. Líneas de actuación y propuestas para influir en el proceso de 

programación 

Identificadas las oportunidades que el proceso de programación de la política de 

cohesión ofrece para conseguir un tratamiento específico para la SESPA que reconozca 

sus necesidades específicas de desarrollo e identifique y financie acciones para 

afrontarlas, conviene ahora evaluar las posibilidades que, teniendo en cuenta la fase de 

programación en que nos encontramos en este momento, existen para intentar 

aprovecharlas. 

 

2.1. El principio de asociación y gobernanza multinivel: la conveniencia de 

articular institucionalmente la defensa y promoción de los intereses de la 

SESPA. 

Uno de los principios fundamentales sobre los que se asienta la política de 

cohesión es el de asociación y gobernanza multinivel. Tal y como se formula en el 

artículo 5 de la propuesta de RGF, ello implica que para la elaboración de los 

documentos estratégicos de tercer nivel –contrato de asociación y programas operativos-

, así como para su ejecución, gestión y evaluación, se ha de contar con y se ha de 

organizar la participación de las autoridades regionales, locales y urbanas competentes, 

de los interlocutores económicos y sociales y de los organismos representativos de la 

sociedad civil. Con el fin de desarrollar el mencionado mandato, la Comisión elaboró 

unos Elementos para un Código de Conducta Europeo sobre la Asociación con la 

finalidad de ofrecer a los Estados miembros unas líneas directrices a seguir de cara a 

organizar la participación de las autoridades y colectivos implicados en la 

implementación de la política de cohesión
50

. 

Aun cuando, tal y como se señala en el citado documento, la asociación debe 

organizarse en función de la configuración institucional de cada Estado Miembro, la 

defensa de los intereses específicos de la SESPA exige dotarla de un marco asociativo 

específico que vertebre y canalice adecuadamente unas aspiraciones que serán tanto más 

sólidas cuanta más amplias sean las bases sobre las que se apoya. Ese marco asociativo 

único, representativo y eficaz de los intereses comunes contribuiría a contrarrestar la 

fragmentación que representa la dispersión del espacio afectado en el territorio de tres 

provincias integradas a su vez en tres comunidades autónomas distintas. Por decirlo de 

otra manera, una asociación representativa de los intereses comunes de la SESPA 
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facilitaría y potenciaría la toma en consideración de sus necesidades específicas en un 

proceso de programación que se desarrolla de acuerdo con una organización 

territorial que fragmenta y diluye la percepción de esas necesidades. 

Antes de esbozar lo que deberían ser sus cometidos, resulta conveniente 

plantearse el tipo de organización a crear y la estructura que la misma habría de tener de 

cara a resultar, al propio tiempo, representativa y operativa. En cuanto a lo primero, y 

ante la alternativa entre, por una parte, articular una estructura informal basada en 

simples contactos esporádicos y no estructurados entre los actores y operadores 

implicados y, por otra, constituir jurídicamente una asociación formal, reglada y dotada 

de personalidad jurídica, la elección parece clara a favor de esta última opción. Una 

asociación estable permitiría imprimir unidad, cohesión, visibilidad y permanencia a la 

actuación de promoción y defensa de los intereses y aspiraciones comunes. Obviamente, 

ello no implica la creación, desde el principio, de una pesada y costosa estructura 

burocrática. La legislación española en materia de asociaciones ofrece la flexibilidad 

necesaria para la creación de estructuras asociativas adaptadas a los medios que los 

actores implicados estén dispuestos a aportar. Y, en cuanto a esto último, conviene no 

olvidar que los propios instrumentos de la política de cohesión contemplan líneas y 

programas de financiación de acciones de desarrollo local participativo. No obstante lo 

anterior, la premura que representa el calendario de elaboración del contrato de 

asociación de España en el presente periodo de programación seguramente exija, sin 

renunciar a una asociación estructurada, recurrir provisionalmente a fórmulas 

informales para canalizar la promoción y defensa de los intereses de la SESPA. 

En cuanto a la estructura de la organización, en la línea sugerida por el 

documento de la Comisión antes mencionado, la misma debería integrar a las 

autoridades implicadas en el desarrollo del territorio afectado, a los interlocutores 

sociales y a las organizaciones de la sociedad civil. Respecto a las primeras, es obvio 

que los ayuntamientos y las diputaciones provinciales, en tanto que instancias de 

representación de los territorios afectados y de sus habitantes constituyen socios 

ineludibles. Algo más dudoso es que en la asociación a crear deba darse también cabida 

a las comunidades autónomas implicadas, habida cuenta que, como artífices 

fundamentales en el diseño de los programas operativos, las autoridades regionales son 

precisamente una de las instancias decisorias ante las que se han de hacer valer las 

aspiraciones de la SESPA. Obvio es, por lo demás, que el relevante papel que se 

reclama a las Diputaciones provinciales, insustituible ante la falta de medios de la 

inmensa mayoría de los ayuntamientos implicados, debe tener adecuado reflejo en la 

estructura de la asociación. 

En cuanto a los interlocutores sociales, la suma de fuerzas que representa la 

iniciativa conjunta de las patronales de Cuenca, Soria y Teruel ha de abrirse a las 

organizaciones sindicales más representativas de las citadas provincias. Y lo propio 

cabe decir de las organizaciones representativas de los sectores económicos más 

relevantes de los territorios afectados, especialmente las implicadas en el desarrollo 

rural, así como de los intereses transversalmente reconocidos como relevantes en el 

ámbito de la política de cohesión, en especial los relacionados con la protección 

medioambiental y el desarrollo sostenible y la promoción de la igualdad entre hombres 

y mujeres (arts. 7 y 8 Propuesta RGF). Por suponer ya instancias de representación y de 

gestión del desarrollo rural en su correspondiente ámbito de actuación, y por el valor 

añadido que su experiencia podría aportar, resultaría también más que conveniente 
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integrar en el nuevo marco asociativo que se propone a los Grupos de Acción Local 

constituidos en el territorio de la SESPA en el contexto del FEADER. 

Obviamente, corresponde a los socios decidir las reglas de funcionamiento y, 

consiguientemente, las fórmulas y procedimientos para hacer converger hacia el 

objetivo pretendido  -la consecución de una mejor atención de las necesidades 

específicas de desarrollo de la SESPA- la pluralidad y diversidad de intereses que 

representan las instituciones y entidades implicadas. Pero la amplia representatividad no 

debe estar reñida con la eficacia a la hora de identificar, dar forma y expresar las 

posiciones comunes en defensa de los igualmente comunes intereses. 

Las tareas a desempeñar por el mencionado marco asociativo estarán en función 

de los recursos que se pueda y quiera invertir en él. Pero sea a través de la asociación 

propuesta, sea a través de fórmulas más flexibles y menos estructuradas de cooperación 

entre las instituciones y entidades participantes que operen entre sus respectivas 

estructuras un reparto del trabajo a desarrollar, las tareas a emprender comportan una 

labor de importante dimensión y que habría de sostenerse en el tiempo. Tales tareas 

pueden clasificarse en iniciativas orientadas a incidir en la configuración y diseño de la 

política de cohesión, y en actuaciones de reclamación frente a las decisiones de las 

autoridades responsables. 

 

2.2. Iniciativas de incidencia política. 

Por iniciativas de incidencia política cabe entender todo tipo de actuaciones 

orientadas a concienciar a los actores con capacidad de influencia en el poder decisorio 

de la política de cohesión y, muy especialmente, a las autoridades responsables que 

asumen ese poder, acerca de las dificultades específicas de desarrollo a que se enfrenta 

la SESPA y sobre la imperiosa necesidad de arbitrar medidas igualmente específicas de 

apoyo para afrontar esas dificultades, identificando propuestas para ponerlas en práctica 

y cuestionando y denunciando las decisiones que las ignoren. 

Tales iniciativas deben ir orientadas a la consecución de objetivos asequibles. Es 

obvio que la mejor forma de garantizar la aspiración perseguida –la adecuada 

consideración de las necesidades específicas de desarrollo de la SESPA en la 

configuración de la política de cohesión- sería conseguir una mención específica en los 

tratados, al mismo o parecido nivel que el que ya tienen las regiones ultraperiféricas o 

la NSPA. Pero ha de reconocerse que, habida cuenta de las dificultades procedimentales 

que comporta la puesta en marcha y aprobación de una revisión de los tratados, 

especialmente a la vista del tortuoso periplo que hubo de superar la que a la postre sería 

la reforma de Lisboa
51

, por no hablar de las suspicacias que seguro despertaría dentro y 

fuera de nuestro país tanto entre quienes aspiran a un trato específico similar como entre 

quienes pudieran ver en la propuesta una eventual amenaza a su situación respecto de la 

política de cohesión. 
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Algo parecido cabe decir del marco normativo general (MFP, MEC y RGF, 

básicamente), de inminente aprobación por las instituciones comunitarias. El hecho de 

que los grandes acuerdos sobre los que se sostienen las correspondientes propuestas se 

alcanzaran hace ya unos meses no deja ningún margen de maniobra de cara a intentar 

obtener en este ámbito ninguna modificación que otorgue algún tipo de reconocimiento 

al estatus particular de la SESPA. No obstante, es ésa una aspiración a la que no se debe 

renunciar como objetivo a medio y largo plazo y pensando en el siguiente periodo de 

programación (2020-2027) pues, no en vano, no deja de ser un empeño difícil por el que 

hay que trabajar con mucha constancia y anticipación. A tales efectos, las aspiraciones y 

reivindicaciones de la SESPA deben hacerse llegar a todas y cada una de las 

instituciones y órganos que participan en el proceso decisorio conducente a la adopción 

de esas normas. Empezando, obviamente, por la Comisión Europea y, dentro de ella, 

por el comisario responsable de la política de cohesión (el austriaco Johannes Hahn), su 

jefe de gabinete adjunto (el italiano Nicola De Michelis) responsable de España, Italia y 

Malta, y toda la Dirección General de política regional, al frente de la cual se sitúa el 

alemán W. Deffaa y en cuyo seno tal vez pueda resultar productivo pulsar las opiniones 

de quienes asumen funciones relacionadas con la NSPA (J. Palma Andrés) o con 

España (A. Mairate y J. Torrebadella). Para más detalles, puede verse el organigrama 

que se incorpora como anexo II. No se olvide, no obstante, que tras las elecciones 

europeas de mayo son de esperar cambios en el seno de la Comisión. 

Por tratarse de una institución que no sólo co-legisla como consecuencia de la 

general aplicación del procedimiento legislativo ordinario a la política de cohesión (arts. 

177 y 178 TFUE), sino que además controla la acción de gobierno de la Comisión 

también en el ámbito que nos interesa, resulta también importante asegurar que la voz 

de la SESPA llegue al Parlamento Europeo y, dentro de él, a los integrantes de su 

Comisión de Desarrollo Regional. Aunque también aquí no haya que perder de vista la 

proximidad del fin de la actual legislatura, quizá no esté de más saber que en su seno 

vienen trabajando varios eurodiputados españoles (María Irigoyen Pérez e Iratxe García 

Pérez del grupo socialista europeo, y Verónica Lope Fontagné, del grupo popular 

europeo) cuya aportación e influencia no debería dejar de buscarse
52

. 

La influencia en el seno de la otra instancia co-legisladora, el Consejo de la 

Unión Europea, pasa necesariamente por intentar que las aspiraciones de la SESPA 

encuentren acogida y se integren en la posición a defender por el representante español 

en el seno de la formación del Consejo que se ocupa de estos temas (el Consejo de 

Asuntos Generales, en el que la representación de España acostumbra a asumirla el 

Ministro de Asuntos Exteriores –Sr. Margallo- o por delegación el Secretario de Estado 

para la Unión Europea –Sr. Méndez de Vigo-) y el grupo de trabajo en el que con 

carácter preparatorio se negocian y acuerdan los temas relativos a la política regional, el 

llamado Grupo “Medidas Estructurales”. Dentro de la Representación Permanente de 

España ante la Unión Europea –a cuyo frente se sitúa el Sr. Dastis Quecedo-, los 

asuntos relativos a la política de cohesión son asumidos por la Consejería de Política 

Territorial, integrada en la actualidad por la consejera, Dª Isabel Moya y por D. Cesar 

Plá
53

. Sin perjuicio de la conveniencia de hacer llegar a la representación de España en 

el Consejo las aspiraciones de la SESPA, no debe olvidarse pese a todo que es en 
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nuestro país, en el seno del Ministerio de Hacienda y Presidencia y contando con las 

Comunidades Autónomas, donde se da forma a la posición española en el seno del 

Consejo. 

Aunque con competencias no decisorias, en el proceso comunitario de adopción 

del marco normativo general de la política de cohesión así como en su evaluación y 

seguimiento participan también los órganos consultivos de la Unión. Destaca entre ellos 

el Comité de las Regiones (CdR), órgano de representación de los entes regionales y 

locales de la Unión Europea que formula dictámenes preceptivos aunque no vinculantes 

sobre los principales instrumentos normativos de la política de cohesión, y supervisa la 

aplicación de la legislación de la Unión Europea a nivel regional y local. Al igual que 

ocurre en cualquier otro órgano de carácter asambleario, aunque los acuerdos se adoptan 

en pleno, el trabajo se desarrolla prioritariamente en comisión. El CdR cuenta con ocho 

comisiones y es precisamente la Comisión de Cohesión Territorial (COTER) una de las 

más importantes de este órgano. España cuenta en el Comité de las Regiones con 

veintiún miembros, diecisiete de los cuales recaen en los presidentes de las 

comunidades autónomas españolas, y cuatro en representantes municipales designados 

por la Federación Española de Municipios y Provincias. Por parte española, forman 

parte del COTER los presidentes castellano-manchega, aragonesa, andaluza, valenciano, 

gallego, canario y la alcaldesa de Hospitalet. Es habitual que las funciones del CdR se 

desempeñen a nivel de suplentes, cargo que en el caso español acostumbra a asumirse 

por altos cargos de las administraciones a las que pertenecen los miembros titulares. Así 

por ejemplo, en el caso de Castilla-La Mancha, el cargo de miembro suplente recae en 

la Viceconsejera de la Consejería y Administraciones Públicas de la Junta de 

Comunidades, en el caso de Aragón en el Consejero de Presidencia y en la Directora 

General de Relaciones Institucionales y Asuntos Exteriores en el caso de Castilla y 

León. 

Sin perjuicio de lo anterior, el objetivo a corto plazo debe centrarse en la 

consecución de algún tipo de reconocimiento de las necesidades específicas de 

desarrollo de la SESPA en los instrumentos de programación de tercer nivel (acuerdo 

de asociación y programas operativos). Se trata de un objetivo que reclama acciones 

urgentes e inmediatas, habida cuenta que el apremiante calendario previsto supone que 

el acuerdo de asociación y los programas operativos deben someterse a la Comisión 

como muy tarde durante el primer semestre de 2014. El destinatario prioritario de las 

actuaciones de incidencia política relacionadas con este nivel decisorio ha de ser la 

administración que en nuestro país tiene la responsabilidad de preparar los 

correspondientes instrumentos, y que no es otra que la Administración central del 

Estado. Las funciones al respecto son asumidas por la Dirección General de Fondos 

Comunitarios, integrada en la Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos del 

Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y dentro de ella por la 

Subdirección General de Programación Territorial y Evaluación de Programas 

Comunitarios. El Subdirector General es Jorge García Reig
54

. 

Sin perjuicio de la oportunidad o conveniencia de desarrollar contactos directos 

e informales con las autoridades responsables, resulta de todo punto imprescindible 

utilizar el cauce formal que se ha habilitado por parte de la Dirección General de 

Fondos Comunitarios (DGFC) de cara a evacuar las consultas que, a fin de dar 
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cumplimiento a las exigencias que derivan del principio de asociación y gobernanza 

multinivel (art. 5 Propuesta RGF), han de preceder a la redacción del acuerdo de 

asociación. El procedimiento de consultas se pretende estructurar mediante sendas 

fichas con las que los interesados han de responder a las dos siguientes cuestiones: 

 Respuesta a la Ficha 1.a.: ¿cuáles cree que son las disparidades, 

necesidades de desarrollo, retos pendientes y potenciales de crecimiento de 

España y sus regiones?. Para facilitar el análisis se recomienda estructurar el 

informe por objetivos temáticos, analizando los 11 o los que se consideren 

más relevantes. 

 Respuesta a la Ficha 2.: ¿cómo considera que debería 

implementarse en la práctica los principios horizontales (en particular 

partenariado, igualdad y no discriminación) a lo largo del período de 

ejecución de los Fondos? 

La importancia de no dejar pasar la ocasión de hacer llegar las reivindicaciones 

de la SESPA en una etapa especialmente importante del proceso de programación, 

unida a la premura con la que ha de formalizarse la participación, seguramente 

aconsejen huir de excesivos formalismos en un doble sentido. Por una parte, la 

representación de los intereses de los territorios afectados podría ser asumida por las 

diputaciones y organizaciones sociales interesadas sin esperar a la formalización del 

marco asociativo sugerido en el apartado anterior. Por otra parte, las observaciones 

deberían centrarse, más allá de lo dispuesto en las fichas en cuestión, en los dos  

aspectos que se señalaron anteriormente al hablar del acuerdo de asociación. De un 

lado, a incidir en la necesidad de que en la sección primera se contemplen expresamente 

las necesidades específicas de desarrollo de la SESPA, a cuyo efecto ha de insistir en la 

virtud del Informe GEOSPECS –que seguramente debería adjuntarse-. De otro, a 

subrayar la necesidad de consignar un enfoque territorial integrado en el subapartado 

3.1.6 con indicación, en su caso, de los ámbitos de actuación correspondientes a los 

objetivos temáticos en los que cabría incidir. 

Una aproximación a la singularidad de la SESPA quizá deba pasar por la 

identificación de las siguientes tres dificultades específicas: 

 La dispersión demográfica genera costes extra para las infraestructuras, 

los servicios públicos y sociales y para la actividad comercial. 

 Las largas distancias dentro del área afectada y respecto de los mercados 

de destino implican costes suplementarios para las comunicaciones y 

para el comercio local, regional y externo. 

 Pese a su riqueza en recursos naturales, especialmente agrícolas y 

forestales, y su potencial al servicio de los objetivos ambientales, la 

lejanía y escasa industrialización provoca que los jóvenes y 

especialmente las mujeres emigren en busca de educación o mejores 

empleos, mientras que las empresas afrontan dificultades para encontrar 

trabajadores cualificados. 

Toda la información relacionada con el proceso de consulta está disponible en 

internet
55

. Aunque las observaciones deben envirarse a una dirección de correo 
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electrónico (Programacion@sepg.minhap.es), se sugiere darles curso formal mediante 

su presentación en cualquier registro público. 

Las Comunidades Autónomas son interlocutores privilegiados de la 

Administración Central en la elaboración de los documentos estratégicos nacionales en 

general, y de los programas operativos regionales en particular, en cuyo diseño asumen 

un claro protagonismo. Contar con el apoyo de las autoridades autonómicas es casi un 

requisito sine qua non para la realización de las aspiraciones de la SESPA. Sin perjuicio 

de que ese apoyo se debe buscar en las más altas instancias políticas de las tres 

comunidades autónomas implicadas, a cuyo efecto la labor e implicación de los 

principales partidos políticos a nivel local resulta poco menos que insustituible, sería 

también necesario dirigir las actuaciones, intentando recabar su apoyo y colaboración, 

hacia las estructuras regionales específicamente encargadas de participar en la 

preparación y ejecución de la política de cohesión en cada una de ellas. Se trata de la 

Dirección General de Desarrollo de Estrategia Económica y Asuntos Europeos de la 

Consejería de Empleo y Economía, en el caso de la Junta de Comunidades de Castilla 

La Mancha
56

, de la Dirección General de Presupuestos, Financiación y Tesorería de la 

Consejería de Hacienda y Administración Pública del Gobierno de Aragón
57

, y de la 

Dirección General de Presupuestos y Estadística de la Consejería de Hacienda y la 

Dirección General de Relaciones Institucionales y Acción Exterior de la Consejería de 

Presidencia, en el caso de la Junta de Castilla y León
58

. Esta última cuenta con un 

Gabinete de Proyectos Europeos cuya misión incluye la prestación de asistencia a las 

administraciones públicas, entidades, PYMES y autónomos en materia de información 

sobre proyectos europeos, búsqueda de socios y difusión de resultados
59

. 

Todas las instituciones, órganos y cargos públicos hasta ahora identificados 

deben conocer los problemas específicos de la SESPA y su aspiración de recibir un 

tratamiento prioritario para afrontarlos en el marco de la política de cohesión. Para ello 

es imprescindible, para empezar y como ya se ha dicho, participar en el proceso de 

elaboración del contrato de asociación mediante la formulación de observaciones. Pero, 

además, conviene convertirlos en destinatarios sistemáticos de los documentos en que 

se vaya concretando la estrategia de actuación y en objetivo, esta vez siguiendo pautas 

selectivas, de contactos más personales, directos e inmediatos. 

 

2.3. Vías de reacción o reclamación. 

Junto a las iniciativas orientadas a influir en los instrumentos en que se concreta 

la política de cohesión en España, procede explorar también las vías y mecanismos a 

disposición de la SESPA y/o de las asociaciones que la integran para reaccionar o 

reclamar en la hipótesis de que sus pretensiones resulten total o parcialmente ignoradas 

en esos instrumentos. La primera oportunidad de actuación en esa hipótesis se presenta 

justo a continuación de la presentación del contrato de asociación y de los programas 

operativos por las autoridades españolas ante la Comisión. De acuerdo con la propuesta 

                                                           
56

 El organigrama está disponible en la dirección 
http://empleoyformacion.jccm.es/principal/cee/directorio/?dirsepecam[codorg]=8&dirsepecam[action]
=show#salidadinamica2 
57

 http://servicios.aragon.es/organigrama_publico/PublicoServlet?accion=3&id_entidad=539 
58

 http://www.jcyl.es/web/jcyl/Gobierno/es/Plantilla66y33/1284195507608/_/_/_ 
59

 http://www.eucyl.jcyl.es/web/jcyl/Eucyl/es/Plantilla66y33/1284199021358/_/_/_ 

mailto:Programacion@sepg.minhap.es


55 
 

de Reglamento General de los Fondos, una vez preparados por los Estados miembros 

ambos tipos de documentos han de ser presentados de manera simultánea ante los 

servicios de la citada institución. En un plazo de tres meses, la Comisión evaluará su 

coherencia con el conjunto de instrumentos que constituye el marco normativo general 

(RGF, MEC, etc.) y formulará al Estado miembro las observaciones oportunas, 

debiendo las autoridades nacionales aportar toda la información que se le requiera e 

introducir las revisiones que proceda. Sólo en el caso de que las observaciones hayan 

sido satisfactoriamente atendidas, la Comisión adoptará la decisión por la que se 

aprueba, respectivamente, el contrato de asociación (arts. 15 y 25 Propuesta RGF). 

2.3.1. Escrito de queja dirigido a la Comisión antes de la aprobación del 

contrato de asociación y de los programas operativos. 

La normativa reguladora de la política de cohesión para el próximo periodo de 

programación no articula un procedimiento específico para el caso de que los actores y 

entidades implicados en el proceso de asociación deseen manifestar su discrepancia 

respecto de los contratos de asociación y a los programas operativos. Pero nada impide 

que transmitan su punto de vista a la Comisión mediante un escrito en el que hagan 

constar la oposición a su aprobación por no haber sido debidamente atendidas las 

desventajas naturales o demográficas graves y permanentes que, como se desprende del 

informe GEOSPEC, afectan a la SESPA. Dicho escrito podría ser suscrito por la 

asociación creada para la defensa de sus intereses, si es que ya está creada, o por todas o 

algunas de las instituciones, asociaciones o entidades implicadas en la iniciativa. De 

conformidad con el art. 24 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, puede 

ser presentado en español y, como mínimo, da derecho a recibir una contestación 

también en español. Aun cuando técnicamente no se trata exactamente de una denuncia, 

pues se dirige contra una actuación nacional preparatoria, resultaría oportuno emplear 

un formato similar al modelo oficial de denuncia en la medida en que la reclamación se 

dirige contra actos nacionales pretendidamente contrarios al Derecho comunitario
60

. 

De no dar resultado todas las anteriores iniciativas se cambia claramente de 

escenario, pues a partir de entonces las actuaciones se han de dirigir contra actos de la 

Unión Europea, concretamente, contra las Decisiones de la Comisión por las que se 

aprueba, respectivamente, el contrato de asociación y cada uno de los programas 

operativos. No debe olvidarse, no obstante, que las iniciativas de reacción o reclamación 

pueden simultanearse con -o emprenderse incluso en apoyo de- las iniciativas de 

incidencia política, dado que la normativa general aplicable contempla la posibilidad de 

que, con posterioridad a su aprobación y a propuesta del Estado miembro, la Comisión 

pueda aprobar modificaciones del contrato de asociación y de los programas operativos 

(arts. 15 y 26 Propuesta RGF). Ello sentado, hasta cuatro vías diferentes de reclamación 

vale la pena explorar. 

 

2.3.2. Queja ante el Defensor del Pueblo Europeo. 

Las dos primeras tienen carácter extrajudicial y las ventajas que representa la 

facilidad y escaso coste que conlleva su planteamiento encuentran como contrapartida 

su incapacidad para privar de validez o eficacia a las decisiones de la Comisión. No por 
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ello, sin embargo, debe descartarse su empleo en tanto que posible vía de presión para 

instar la modificación de tales decisiones. La primera de esas vías viene representada 

por la posible presentación de una queja ante el Defensor del Pueblo Europeo 

fundamentada en la posible existencia de un caso de mala administración en la 

actuación, en este caso, de los servicios de la Comisión. El concepto de mala 

administración se superpone y es algo más amplio que el de ilegalidad o actuación 

contraria a derecho: tiene lugar, cuando una institución no respeta los derechos 

fundamentales, las normas o principios jurídicos, o los principios de una buena 

administración, en clara remisión a lo dispuesto en el artículo 41 de la Carta de 

Derechos Fundamentales de la Unión Europea. Según la doctrina del propio 

ombudsman europeo: 

“Mala administración significa administración deficiente o errónea. Hay mala 

administración cuando una institución no actúa de acuerdo con la ley, no respeta 

los principios de buena administración o viola los derechos humanos. Algunos 

ejemplos de mala administración son: irregularidades administrativas, injusticia, 

discriminación, abuso de poder, falta de respuesta, denegación de información o 

demoras innecesarias” 

 El eventual incumplimiento de las exigencias que se derivan del principio de 

asociación-partenariado, por no darse por ejemplo curso a las observaciones formuladas 

por la SESPA ante las autoridades nacionales y ante la Comisión durante el proceso de 

elaboración del contrato de asociación y los programas operativos, podría representar un 

ejemplo de mala administración susceptible de queja. E igualmente, cabría sostener que 

la ausencia de previsiones en el contrato de asociación o los programas operativos 

destinadas a atender las necesidades específicas de desarrollo de una zona que padece 

desventajas demográficas graves y permanentes como la SESPA representa una 

violación del mandato contenido en el artículo 174 TFUE de la que deriva un trato 

discriminatorio para sus habitantes. 

Al igual que en el caso del escrito a la Comisión, la presentación de una queja 

ante el Defensor del Pueblo es sumamente sencillo y poco costoso en términos 

económicos. Basta cumplimentar el formulario que se acompaña como anexo III y 

acreditar que se han mantenido contactos previos con la institución correspondiente, por 

ejemplo mediante el escrito y la queja a la Comisión antes mencionados, que hace 

menos de dos años de ello y que la cuestión a la que se refiere la queja no ha sido ni está 

siendo objeto de examen por ningún órgano judicial, sea de la Unión Europea o de los 

Estados miembros. La queja puede ser presentada electrónicamente, a través del sitio 

web del Defensor del Pueblo Europeo
61

 o en papel dirigiéndolo a la dirección que figura 

en el propio formulario. Al igual, por último, que cualquier otro documento dirigido a 

las instituciones de la Unión por un ciudadano, puede redactarse en español y, en ese 

caso, debe recibir contestación en nuestra lengua. 

El potencial impacto de un eventual pronunciamiento favorable del Defensor del 

Pueblo se sitúa en el contexto de las funciones específicas de este órgano, que no son las 

de anular o eliminar la eficacia de los actos de las instituciones de la Unión, sino 

interceder e intermediar en este caso ante la Comisión en orden a la corrección del 

posible caso de mala administración detectado. Pese a carecer de eficacia obligatoria, 

las decisiones del Defensor del Pueblo se hacen públicas y son además objeto de 
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seguimiento, dando lugar a un estudio de carácter anual en el que el citado órgano 

analiza hasta qué punto la institución afectada por su actuación ha tomado nota de sus 

comentarios y ha introducido cambios para corregir los casos de mala administración 

detectados. Por decirlo de otra manera, en el caso que nos ocupa, una constatación de 

mala administración por el Defensor del Pueblo representaría un magnífico respaldo 

para que los intereses de la SESPA pudieran expresarse adecuadamente en el proceso de 

elaboración de la política de cohesión y fueran tomados en cuenta, fortaleciendo 

significativamente las posibilidades de las actuaciones de incidencia política 

contempladas en el apartado anterior. 

 

2.3.3. Petición ante el Parlamento Europeo. 

 Al igual que en el caso anterior, la segunda vía extrajudicial de reclamación 

susceptible de ser empleada para denunciar la situación derivada de una insatisfactoria 

consideración de los intereses de la SESPA en las decisiones relativas a los 

instrumentos de programación para España en el periodo 2014-2020 o en el proceso de 

su adopción se inscribe en el contexto de los derechos de ciudadanía previstos en el 

artículo 20 TFUE, y está representada por el derecho de petición ante el Parlamento 

Europeo. Regulado en el art. 227 TFUE y en el Reglamento interno del Parlamento 

Europeo (arts. 201 y 202), el derecho de petición confiere a cualquier ciudadano de la 

Unión Europea y a cualquier empresa, organización o asociación con sede social en la 

Unión Europea plantear a la institución parlamentaria un asunto que pertenezca a 

cualquiera de sus ámbitos de actuación y que le afecte directamente. 

 Las peticiones pueden consistir en una queja o en una solicitud, dirigida en el 

primer caso a problemas relacionados con la formulación o la aplicación de la 

legislación comunitaria, u orientada en el segundo a instar al Parlamento Europeo a que 

tome posición sobre un asunto concreto. 

Son examinadas por la Comisión de Peticiones del Parlamento Europeo
62

 que, 

en un contexto de amplia discrecionalidad, decide el curso que se les ha de dar. En este 

sentido, podrá: sugerir al peticionario que se dirija a un organismo no perteneciente a la 

Unión Europea (por ejemplo, al Tribunal Europeo de Derechos Humanos) o a una 

autoridad nacional (por ejemplo, a los Defensores del Pueblo nacionales o las 

comisiones de peticiones de los Parlamentos de los Estados miembros); pedir a la 

Comisión Europea que informe sobre si se ha respetado la legislación comunitaria 

pertinente, transmitir la petición a otras comisiones del Parlamento (por ejemplo, la 

Comisión de Desarrollo Regional) para que éstas informen o inicien otras acciones; 

excepcionalmente preparar y presentar un informe completo al Parlamento para que sea 

votado en sesión plenaria o bien efectuar una visita al país o a la región de que se trate 

para recoger información sobre el terreno y presentar un informe de comisión con sus 

observaciones y recomendaciones;  o adoptar otras medidas que considere adecuadas 

para resolver un problema o dar una respuesta adecuada al peticionario. 

 El procedimiento para la presentación de la petición es también muy sencillo, 

carente de excesivos costes económicos y no sometido a rígidas formalidades. Puede 
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hacerse por escrito, sin necesidad de ajustarse a ningún formulario, identificando 

adecuadamente a quien actúe o a quienes actúen como peticionarios, expresando los 

motivos en los que se sustenta la queja o solicitud y pudiendo incluir anexos y 

documentos justificativos. El escrito puede estar redactado en español y ha de dirigirse  

al Presidente del Parlamento Europeo
63

. Existe también la opción de presentación 

telemática siguiendo en este caso el formulario electrónico disponible en el sitio del 

Parlamento Europeo en Internet
64

. La petición sólo se declarará improcedente en el caso 

de que se considere que se refiere a un asunto que no entra dentro del ámbito de 

actividades de la Unión Europea o que afecte a un tema que está siendo objeto de 

enjuiciamiento por una autoridad judicial. 

 El impacto de esta vía de reclamación se sitúa, al igual que en el caso anterior, 

en el contexto de las actuaciones orientadas a intentar dotar de resonancia a las 

aspiraciones de la SESPA, para el caso de que las iniciativas de incidencia política 

hayan resultado infructuosas. 

 

2.3.4. Las dificultades e incertidumbres que presenta la interposición de 

un recurso de anulación contra las decisiones de la Comisión por las que 

se aprueba el acuerdo de asociación o los programas operativos 

 De resultar infructuosas todas las anteriores iniciativas, y habida cuenta que las 

pretensiones de la SESPA se fundamentarían en una posible violación del mandato 

previsto en el último párrafo del artículo 174 TFUE, resultaría obligado valorar la 

posibilidad de emprender acciones judiciales. La primera de las dos vías a evaluar está 

representada por la posible interposición de un recurso de anulación contra las 

decisiones de la Comisión por las que se aprueban, respectivamente, el acuerdo de 

asociación y los programas operativos. Previsto en el artículo  263 TFUE, el recurso de 

anulación representa un mecanismo directo de impugnación ante el Tribunal de Justicia 

de la Unión Europea de los actos de las instituciones de la Unión  que generan efectos 

jurídicos obligatorios frente a terceros por, entre otros motivos, incurrir en vicios 

sustanciales de forma o violar los tratados o cualquier norma jurídica relativa a su 

ejecución. De acuerdo con las reglas que determinan la organización de la institución 

judicial de la Unión Europea, la competencia para resolver el recurso de anulación en el 

caso que nos interesa corresponde al antiguo Tribunal de Primera Instancia, denominado 

desde la entrada en vigor del Tratado de Lisboa Tribunal General (art. 51 ETJUE). 

 Las decisiones que adopta la Comisión en el proceso de programación de la 

política de cohesión, tienen la naturaleza jurídica de Decisiones (arts. 15.2 y 25.3 RGF 

en relación con el art. 288 TFUE), entran plenamente dentro del objeto del recurso de 

anulación y son, por tantol susceptibles de impugnación por esta vía. Más 

particularmente, respecto de las entidades y particulares directa o indirectamente 

afectados por la política de cohesión en un determinado Estado miembro, las decisiones 

por las que se aprueba el acuerdo de asociación y/o los programas operativos tienen la 

consideración de actos de alcance general, tal y como tuvo ocasión de poner de 

manifiesto el Tribunal de Primera Instancia en un asunto en el que varias empresas, 

conjuntamente con la asociación en la que se agrupaban para la defensa de sus intereses, 
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impugnaban la decisión de la Comisión por la que se aprobaba un programa operativo 

en el ámbito  de la educación y la formación profesional en Grecia
65

. Dicho asunto 

ilustra sin embargo claramente las dificultades a las que se enfrentan esas entidades y 

particulares para conseguir que un recurso de anulación presentado contra ese tipo de 

decisiones sea declarado admisible por el Tribunal. 

 El sistema de legitimación en el ámbito del recurso de anulación se basa en una 

clara distinción entre dos tipos de sujetos. Por una parte, las instituciones comunitarias 

(Parlamento Europeo, Consejo y Comisión) y los Estados miembros tienen la 

consideración de recurrentes privilegiados, lo que significa que pueden interponer el 

recurso contra cualquier acto obligatorio de las instituciones sin necesidad de justificar 

interés alguno (art. 263, pfo. 2º). Por otra, las personas físicas y jurídicas tienen la 

condición de recurrentes no privilegiados, lo que a los efectos que nos interesan 

significa que sólo pueden interponer el recurso contra los actos de alcance general si 

logran acreditar, bien que les afectan directa e individualmente, bien que el acto 

impugnado no precisa de medidas de ejecución y les afecta directamente (art. 263, pfo. 

4º TFUE). 

 Todas las asociaciones, instituciones y entidades que podrían estar interesadas en 

una eventual impugnación de las decisiones de aprobación del acuerdo de asociación 

para España y de los programas operativos que lo desarrollen en caso de vulneración de 

los eventuales derechos e intereses de la SESPA tienen la consideración, a los efectos 

del contencioso comunitario, de demandantes ordinarios o recurrentes no privilegiados. 

Es obviamente el caso de los llamados particulares, categoría dentro de la cual entrarían 

todos los actores privados implicados en la SESPA, desde los interlocutores sociales 

hasta las organizaciones de la sociedad civil representativas de los intereses afectados, 

pasando por la propia asociación que, en su caso, pudiera crearse para dar forma 

institucional a sus aspiraciones y las empresas y ciudadanos que en ella residen u 

operan. Pero también, según reiterada jurisprudencia, de los entes territoriales públicos 

infraestatales, lo que traducido a román paladino significa que Diputaciones, 

Ayuntamientos y las mismísimas Comunidades Autónomas están sujetas a las mismas 

rigurosas reglas de legitimación que los simples particulares
66

. 

 Habida cuenta que las decisiones de cuya impugnación se trata han de ser objeto 

de medidas nacionales de ejecución, todas esas entidades habrían de acreditar la 

afectación directa e individual. A expensas de un análisis más detallado, y dicho sea con 

todas las cautelas, cabría sostener que la participación de las entidades representativas 

de la SESPA en el proceso de adopción de tales decisiones en los términos expuestos 
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más arriba (Ver apartado 2.2. de esta parte) tal vez permitiría acreditar la concurrencia 

de la afectación individual por entender que tales decisiones les afectan en virtud de 

circunstancias particulares que les son propias y que fueron o debieron ser tomadas en 

consideración por las instituciones de la Unión en el momento de su adopción. 

 Por su parte, según la jurisprudencia comunitaria, la afectación directa requiere 

que la medida comunitaria impugnada produzca efectos directos en la situación del 

particular por no conceder ningún margen de apreciación a las autoridades nacionales 

encargadas de su aplicación y ser el resultado automático de la normativa comunitaria 

sin aplicación de otras normas intermedias. El acuerdo de asociación y los programas 

operativos deben ser objeto de aplicación a través de normas nacionales –en el caso 

español, y en lo que se refiere a los programas operativos regionales, tanto del Estado 

como de las Comunidades Autónomas afectadas-. A tenor sin embargo de la práctica 

correspondiente al anterior periodo de programación (2007-2013), las normas 

nacionales de aplicación incluyen reglas técnicas para la gestión y la ejecución de los 

programas, sin que en ellas se incluyan correcciones o matizaciones respecto de las 

adscripciones temáticas o territoriales de los fondos consignadas en dichos programas. 

Cabría deducir de ello que las autoridades nacionales carecen de margen de apreciación 

para introducir a través de las medidas de aplicación un tratamiento preferencial para la 

SESPA no consignado en el acuerdo de asociación y en los programas operativos. En 

esta última hipótesis cabe entender que son tales medidas las que afectan directamente a 

sus entidades representativas y que, por ello, estarían legitimadas para la interposición 

del recurso de anulación. 

 Debe señalarse, sin embargo, que la anterior conclusión se formula sin ningún 

tipo de certidumbre y rodeada de una inequívoca y rotunda advertencia de cautela. La 

jurisprudencia comunitaria sobre la apreciación de los requisitos de legitimación de los 

recurrentes no privilegiados para la impugnación, como es el caso, de actos 

comunitarios de carácter normativo presenta numerosas lagunas e incertidumbres. Lo 

cual es especialmente el caso en un ámbito en el que no existen precedentes de recursos 

de anulación presentados por asociaciones o entidades representativas de intereses 

territoriales dirigidos contra los instrumentos comunitarios de programación en el marco 

de la política de cohesión por considerarlos lesivos de tales intereses. Con carácter 

general, la jurisprudencia comunitaria relativa a la legitimación de los recurrentes no 

privilegiados en el ámbito del recurso de anulación es severamente restrictiva, y no 

puede descartarse que la participación de las asociaciones y entidades representativas de 

la SESPA en el procedimiento de elaboración del acuerdo de asociación y de los 

programas operativos no sea suficiente para que la jurisdicción comunitaria estime la 

concurrencia del requisito de la afectación individual o, incluso, que niegue la 

afectación directa por estimar que la consecuencia lesiva es el resultado de opciones 

reflejadas en los actos impugnados imputables, no a la Comisión europea, sino a las 

autoridades estatales y autonómicas que, en el marco del principio de partenariado-

asociación, participaron en su elaboración. 

 Si a lo anterior se añade que la opción judicial es, además de incierta, larga (el 

Tribunal General invierte una media de veintidós meses en resolver los recursos 

directos) y costosa económicamente (pues se exige la representación por abogado según 

el artículo 19 del Estatuto del Tribunal que, obviamente, conviene esté especializado en 

asuntos comunitarios, y además, la parte que pierda el proceso será condenada en costas 

según el artículo 87.2 del Reglamento del Tribunal General), no puede dejar de 
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insistirse en que el acento se ha de poner claramente en las vías de incidencia normativa 

anteriormente expuestas. 

2.3.5. Impugnación ante los tribunales españoles de las medidas 

nacionales de aplicación de los instrumentos comunitarios de 

programación. 

Junto al recurso directo contra las decisiones de la Comisión por las que se 

aprueben el contrato de asociación y los programas operativos, cabría explorar también 

la posibilidad de emprender acciones judiciales contra las medidas de aplicación que 

adopten las autoridades españolas, sean del Estado, sean de las Comunidades 

Autónomas, en desarrollo y aplicación de tales decisiones. La estrategia a seguir 

dependerá del contenido que finalmente incorporen las citadas decisiones comunitarias 

así como de su grado de concreción, y del consiguiente margen de apreciación con el 

que, para su desarrollo, cuenten las autoridades españolas. 

En el caso de que los instrumentos comunitarios, sin conceder a la SESPA el 

trato preferente que con apoyo en el Derecho de la Unión Europea se defiende en este 

informe, posibilitara que dicho trato tomara forma a través de las medidas de desarrollo 

que puedan adoptar las autoridades estatales o autonómicas, cabría valorar la posibilidad 

de recurrir ante la jurisdicción contencioso-administrativa de nuestro país tales medidas, 

pues no en vano en virtud del artículo 93 de nuestra Constitución, tales autoridades 

españolas están tan vinculadas al ordenamiento comunitario como al Derecho español. 

En tal caso, los tribunales españoles podrían, de estimar que el Tratado de 

Funcionamiento de la Unión exige preceptivamente la concesión a la SESPA de un trato 

prioritario, anular por sí mismos las citadas medidas nacionales de aplicación y dar 

satisfacción a la aspiración pretendida. 

Por el contrario, si en función de su contenido y grado de concreción, las 

decisiones comunitarias no permiten la plasmación del trato preferente pretendido en las 

medidas nacionales de desarrollo y aplicación, convendría valorar la posibilidad de 

ejercer contra tales medidas acciones judiciales ante los tribunales españoles que 

permitieran instar, en el marco de los correspondientes procesos judiciales ante éstos 

últimos, el planteamiento de una cuestión prejudicial en apreciación de validez (art. 267 

TFUE) a fin de que el Tribunal de Justicia de la Unión Europea examinara la legalidad 

de las decisiones de la Comisión relativas al contrato de asociación y/o a los programas 

operativas. 

En la fase de programación de la política de cohesión en la que nos encontramos 

en el momento de redactar este informe, sin que se conozca aún el contenido ni de los 

instrumentos comunitarios de programación ni de las eventuales medidas nacionales de 

desarrollo y aplicación, resulta prematuro y del todo aventurado especular en torno a la 

viabilidad y posibilidades de éxito de este tipo de actuaciones. Apreciación ésta última 

que no hace sino abundar en la antes mencionada conveniencia de concentrar los 

esfuerzos a corto y medio plazo en las actuaciones de incidencia política expuestas en 

apartados anteriores. 
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Resumen ejecutivo 

 

1.- El informe GEOSPECS ha despertado justa expectación, pero es necesario abordar 

su aplicación con cautela, pues se ha confeccionado empleando criterios científicos que 

no coinciden exactamente con los establecidos en la normativa europea vigente. Así, 

considera escasamente poblada (SPA) una unidad territorial cuando el 90% de su 

superficie lo está y utiliza un umbral de 12,7 habitantes por kilómetro cuadrado que no 

coincide con el exigido por las normas vigentes de la Unión Europea.  

El artículo 2.3 del Reglamento 1059/2003 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 

de mayo de 2003, considera población de una unidad territorial al conjunto de personas 

que tengan su residencia habitual en esa zona, y, el artículo 2 del Acta de Adhesión de 

Austria, Suecia y Finlandia estima escasamente pobladas a las zonas con una densidad 

de población igual o menor de 8 habitantes por kilómetro cuadrado. Ambos datos 

podrían modificarse en un futuro a la luz de nuevos conceptos formulados en informes 

científicos, pero por el momento son los que hay en la política de cohesión (en otras 

políticas, como la agrícola, se manejan cifras distintas). El reglamento es un acto de 

Derecho derivado que posee alcance general y equivale a una ley interna. Un acta de 

adhesión es un tratado internacional que forma parte del Derecho originario de la Unión 

Europea. Cosa muy diferente desde una perspectiva jurídica son unas directrices (no 

obligatorias) o un informe científico que, por muy respetable que sea, no forma parte del 

Derecho de la Unión y no es capaz de conferir derechos subjetivos. 

2.- El informe GEOSPECS no ha sido redactado pensando en nuestras zonas 

escasamente pobladas del sur de Europa (SESPA), sino en las zonas escasamente 

pobladas del Norte de Europa (NESPA). A la hora de completar el estático concepto de 

la residencia habitual emplea un criterio de conexión con el entorno cuya carencia 

configura una zona “pobremente conectada” (PC). Ese criterio de conexión (45 minutos 

de tiempo o 50 km. de radio) es considerado complementario de la escasez de población 

habitualmente residente, transformando la población censada en “población potencial”, 

a efectos de afinar, por ejemplo, la población capaz de acudir a un trabajo desde una 

SPA o viceversa. Ese dato de la población potencial ha sido cruzado por los autores de 

GEOSPECS con los de zona costera, fronteriza o constituida por una isla, fenómenos 

geográficos que abundan en la costa del Báltico, pero no pueden darse en las montañas 

del sistema ibérico. En cambio, los autores del informe no han extraído las 

consecuencias derivadas de la coincidencia entre una zona escasamente poblada (SPA) 

y una zona de montaña, cuyos efectos sobre la deficiente comunicación de sus 

habitantes –no solo a nivel laboral- se proyectan en nuestra SESPA, por ejemplo, a la 

hora de acceder a servicios públicos esenciales (sanitarios, educativos) y a servicios 

económicos de interés general.  

3.- A efectos de solicitar ayudas de los Fondos Estructurales o el Fondo de Cohesión, 

Bruselas exige que su interlocutor tenga cierta entidad. Por ello, tales gestiones se 

llevan a cabo a un nivel NUTS 2 (Comunidad Autónoma), excepcionalmente NUTS 3 
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(provincia). Cada municipio por su cuenta carecería de la entidad necesaria para actuar 

en este marco. Para que los más de mil municipios existentes en la SESPA pudieran 

actuar en ese plano sería preciso agruparlos, reuniendo un conjunto agregado de 

entidades territoriales contiguas (artículo 5, Reglamento 1059/2003) cuya densidad de 

población fuera igual o inferior a 8 habitantes por kilómetro cuadrado. Si esta densidad 

de población se cumpliera (y eso dice el informe “Serranía celtibérica”, que acabamos 

de conocer y la cifra en 7,92 habitantes por kilómetro cuadrado), el dato de que los 

municipios sean territorios (nivel LAU 2) integrados en distintas provincias (NUTS 3) 

de distintas Comunidades Autónomas (NUTS 2) no sería obstáculo desde la 

perspectiva del Derecho de la Unión. Tal agrupación permitiría aunar los intereses 

coincidentes de los municipios de nuestras provincias “por encima de las fronteras 

administrativas”, según lo propuesto por el Libro Verde de la Comisión [Europea] sobre 

la Cohesión Territorial (2008). 

4.- El precepto jurídico básico en este ámbito del Derecho de la Unión es el artículo 174 

TFUE. Tras formular el objetivo de “promover un desarrollo armonioso del conjunto de 

la Unión”, incluida la reducción de las “diferencias entre los niveles de desarrollo de las 

diversas regiones y el retraso de las menos favorecidas”, precisa el precepto que se 

“prestará especial atención” “a las regiones que padecen desventajas naturales o 

demográficas graves y permanentes”, mencionando expresamente la “escasa densidad 

de población” como dato que plasma la desventaja demográfica. La demografía 

regresiva de muchos municipios de nuestra SESPA, unida a la dificultad de 

comunicación inherente a su ubicación en zonas de montaña, constituyen sin duda 

“desventajas naturales o demográficas graves y permanentes”, por lo cual no debería 

haber problema conceptual para su encaje en las ayudas del Fondo de Cohesión. No 

obstante, para que una pretensión se convierta en un derecho reconocido, es preciso 

plantearla en el momento procesal oportuno y mediante la forma jurídica adecuada. 

Además, el momento socio-político debe ser oportuno también. Y el comienzo de este 

periodo de programación puede reunir esa característica, máxime teniendo en cuenta 

que el Estado español está a punto de convertirse en país “contribuyente” de fondos más 

que receptor, lo que apuntaría eventualmente a una mejor posición para que el retorno 

de sus contribuciones se materialicen en vías indirectas, como pudiera ser la existencia 

en un futuro de una SESPA con asignaciones presupuestarias. 

5.- La estrategia a seguir para conseguir el objetivo pretendido de alcanzar un 

tratamiento específico y preferente para la SESPA en el marco de la política de cohesión 

incluye medidas de incidencia normativa y, en su caso, medidas de reclamación. Las 

primeras se dirigen a hacer llegar a quienes participan o tienen capacidad de influir en el 

diseño y aplicación de la política de cohesión las aspiraciones y reivindicaciones de los 

territorios que la integran. Como consecuencia del principio de asociación-partenariado 

sobre el que se asienta dicha política, entre tales autoridades figuran cargos públicos y 

funcionarios de instituciones y órganos de la Unión (Comisión Europea, Parlamento 

Europeo o Comité de las Regiones), pero también de nuestro país, tanto a nivel estatal 

(Dirección General de Fondos Comunitarios), como autonómico (unidades y 
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dependencias de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, del Gobierno de 

Aragón y de la Junta de Castilla y León competentes en materia de fondos europeos). 

6.- Teniendo en cuenta la etapa en la que nos encontramos del proceso de programación, 

resultaría esencial que, a fin de otorgar credibilidad y rigor a la aspiración de la SESPA, 

se formulen observaciones en el proceso actualmente abierto de elaboración del 

contrato de asociación y de los programas operativos, pues es en ambos instrumentos 

de programación donde debería tomar forma esa aspiración de tratamiento específico. 

Sin perjuicio de la conveniencia de articular institucionalmente la defensa de los 

intereses de la SESPA mediante la creación de una asociación que aglutine a las 

diferentes entidades y organismos implicados, tanto públicos como privados -a cuyo 

efecto se sugiere seguir las pautas sugeridas por la Comisión Europea en su Código de 

Conducta sobre la Asociación- la premura con la que han de formularse las 

observaciones citadas aconseja recurrir por ahora a fórmulas más informales que 

podrían liderar, bien las Diputaciones provinciales implicadas, bien las asociaciones 

patronales y sindicales interesadas. 

7.- Por lo que se refiere a las medidas de reclamación, el Derecho de la Unión Europea 

ofrece diversas posibilidades que van desde las denuncias ante la Comisión, las quejas 

ante el Defensor del Pueblo o las peticiones ante el Parlamento Europeo, hasta los 

recursos jurisdiccionales ante el propio Tribunal de Justicia de la Unión Europea y/o 

los órganos españoles de la jurisdicción contencioso-administrativa. La elección de la 

vía a seguir depende del resultado de las actuaciones de incidencia política que se 

pongan en marcha y de la voluntad de asumir costes por parte de las entidades 

implicadas en desarrollar vías de reclamación que, en todo caso, se caracterizan por lo 

incierto de sus resultados. De todos modos, el primer paso en el supuesto de que las 

autoridades españolas no tuvieran en consideración las observaciones formuladas en el 

proceso de elaboración del contrato de asociación y de los programas operativos, 

debería ser la presentación de una queja ante la Comisión Europea, habida cuenta que 

es esta institución la competente para su aprobación, que se trata de una vía de 

reclamación de escaso coste y que su empleo mejoraría las posibilidades de éxito de las 

vías judiciales de reclamación. 

8.- Finalmente, el cumplimiento por los Estados miembros de los objetivos de la Unión 

en materia de cohesión constituye una obligación asumida por cada uno de ellos desde 

la entrada en vigor del Tratado de Lisboa. Ello implica la exigencia de una cooperación 

leal en la ejecución de las obligaciones derivadas de los Tratados o resultantes de actos 

de las Instituciones de la Unión, lo cual quiere decir que tanto el gobierno español como 

los gobiernos de las tres comunidades autónomas afectadas, tienen la obligación de 

cumplir los objetivos formulados por el artículo 174 TFUE y prestar una especial 

atención a las regiones montañosas con desventaja demográfica, especialmente a la hora 

de administrar las ayudas percibidas en el marco de los fondos estructurales y el fondo 

de cohesión. Y esta obligación tiene una existencia actual e independiente del resultado 

obtenido al reivindicar una ayuda adicional del modo descrito en los párrafos anteriores. 
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ANEXO I. MAPA DEL ÁREA 

ESCASAMENTE POBLADA DE 

EUROPA MERIDIONAL – SESPA 

(Southern Europe Sparsely Populated Area) 
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